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CARTA DE RETIRO AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 163 DE 2016 SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para ga-
rantizar los derechos laborales, culturales y de autor 

de los actores y actrices en Colombia.

Referencia:

Proyecto de ley número 163 de 
2016 Senado, por medio de la cual se expide la ley del 
actor para garantizar los derechos laborales, cultura-
les y de autor de los actores y actrices en Colombia.

INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 
101 DE 2014 CÁMARA, 134 DE 2014 SENADO

por medio de la cual se establece el Régimen Sancio-
natorio del Transporte, su Infraestructura y sus Servi-
cios Conexos y Complementarios y se establecen otras 

disposiciones.

Proyecto de ley número 
101 de 2014 Cámara, 134 de 2014 Senado, por medio 
de la cual se establece el Régimen Sancionatorio del 
Transporte, su Infraestructura y sus Servicios Conexos 
y Complementarios y se establecen otras disposicio-
nes, 

I. TRÁMITE DEL PROYECTO DE LEY
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Artículo 2°

Artículo 3°

“Competencia Sancionatoria de las Terminales de 
Transporte”; “Eva-
luaciones Médicas Periódicas Programadas”, “In-
termediario de Transporte”, “Pasajero”, “Programas 

de salud ocupacional”, “Servicios Conexos y Com-
plementarios de Transporte”, “Modo de Transporte”, 
“Inspección”, “Vigilancia” y “Vigilancia, inspección 
y control subjetivo”; 

“Operador del 
programa de medicina preventiva”, “Servicios com-
plementarios”; 

Artículo 4°

Artículo 8°

Artículo 6°

Artículo 10

Artículo 11

Artículo 16

Artículo 19

Capítulo I del 
Título II del Libro Segundo del Código de Comercio”.
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Artículo 21

“con personas naturales o jurídicas que demues-
tren experiencia y probidad, así mismo con institutos 
y/o centros de desarrollo tecnológicos de reconocida 
idoneidad”.

Artículo 22

Artículo 23

Artículo 24

Artículo 29

Artículos 34 y 35

Artículo 36

Artículo 37

Artículo 38

Permitir la operación de sus embarcaciones por 
sitios o en horarios no permitidos”.

Artículo 42

Artículo 44

Artículo 45

Artículo 46

Artículo 47

Artículo 49

Artículo 52



Artículo 53

Artículo 54

Artículo 55

Artículo 56

Artículo 57

Artículo 60

Artículo 61

Artículo 64

Artículo 65

Artículo 68

Artículo 71

Artículo 76

Artículo 78

Artículo 83
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Artículo 84

Artículo 85

Artículo 90

Artículo 92

Artículo 93

Artículo 101

Artículo 102

Artículo 108

Articulo 109

Artículos nuevos:
Artículo nuevo

Artículo nuevo

Artículo nuevo. Facilidades de pago. 

Artículo nuevo

Artículo 22. Vigencia de la licencia de conduc-
ción. 



Artículo nuevo

Parágrafo 1

Parágrafo transitorio.

II. OBJETO DEL PROYECTO DE LEY

III. ORIGEN DEL PROYECTO DE LEY

IV. CONSIDERACIONES AL PROYECTO DE 
LEY
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ALGUNOS ASPECTOS PUNTUALES DE LA 
PONENCIA

- Establecimiento de intervalos para las multas

proporcionalidad

irrazonablemente 



En lo que hace al principio de proporcionalidad, 
hay que señalar que, a partir de su conexidad con los 
principios de legalidad y tipicidad, el mismo busca que 
la conducta ilícita adoptada por el legislador no solo 
tenga un claro fundamento jurídico, sino que permita 
su aplicación sin afectar irrazonablemente los inte-
reses del potencial implicado o que tal hecho solo se 
presente en grado mínimo, de manera que este quede 
protegido “de los excesos o abusos de poder que po-
drían provenir del empleo indiscriminado de la facul-
tad legislativa o de la discrecionalidad atribuida a la 
administración”. Reiterando lo dicho por esta Corte, 
la proporcionalidad “sirve como punto de apoyo de la 
ponderación entre principios constitucionales: cuando 
dos principios entran en colisión, porque la aplicación 
de uno implica la reducción del campo de aplicación 
de otro, corresponde al juez constitucional determinar 
si esa reducción es proporcionada, a la luz de la impor-
tancia del principio afectado”1.

Hay que entender que las violaciones que en este 
literal se sancionan son todas las infracciones de las 
normas de transporte, diferentes a las expresamente 
señaladas en el mismo artículo 46. No se quebranta, 
pues, el principio de legalidad de la pena. Se advier-
te, sin embargo, que las sanciones, dentro de la escala 
prevista en el artículo 46, deben ser razonables y pro-
porcionales a la violación. .

- Medidas efectivas contra el transporte informal

En el evento 
que un vehículo sea inmovilizado por tercera vez por 
esta misma causal en un período de doce (12) meses, 
contado desde la primera inmovilización, la autoridad 
de transporte procederá a cancelar la licencia de trán-
sito, así como su correspondiente registro e igualmente 
ordenará su desintegración física total mediante acto 
administrativo, previa realización del procedimiento 
administrativo sancionatorio previsto en la presente 
ley para las infracciones diferentes a la multa.

comprobada

4.3. 
extinción de domino y decomiso: Limitaciones al de-
recho a la propiedad

El artículo 58 de la Constitución protege el derecho 
a la propiedad y los demás derechos adquiridos “con 
arreglo a las leyes civiles” y dispone su función eco-
lógica y social. Por tanto, la Constitución solamente 
protege el derecho a la propiedad en la medida en que 
su adquisición se haya ajustado a los requerimientos 
del ordenamiento jurídico y siempre y cuando cumpla 
la función social y ecológica que por disposición supe-
rior está llamada a desempeñar.
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Este mismo artículo constitucional reconoce que en 
-

cular y el interés general, este debe primar y el derecho 
de propiedad ceder en procura de la satisfacción de 

constitucional, el derecho a la propiedad -como todos 
los derechos constitucionales- no tiene un carácter ab-
soluto o intangible y puede ser limitado cuando no se 
aviene a las reglas impuestas en el ordenamiento, es-
pecialmente (i) cuando no cumple la función social o 
ecológica que está llamada a prestar, (ii) cuando su ad-
quisición no se ajuste a las previsiones de la normativa 
vigente y (iii) 
el interés general u otros derechos constitucionales y, 
después de una adecuada ponderación, en el caso con-
creto se hace necesario limitarlo.

En ese sentido, tanto el Constituyente como el le-
gislador han diseñado institutos para enervar ese de-
recho, en unos casos por no cumplir la función social o 
ecológica o porque el interés público se impone, como 
en el caso de la expropiación y, en otros, porque resul-
ta contrario al ordenamiento jurídico y a los deberes 
que se imponen a los habitantes del territorio nacional, 
como en el caso del proceso de extinción del dominio 
y el decomiso
busca revocar la propiedad.

, por medio de la cual el Estado de ma-
nera arbitraria priva a los particulares de sus dere-
chos, razón por la cual es proscrita por el artículo 34 
Constitucional. Es necesario, entonces, diferenciar las 

(…)
4.3.5. El decomiso permanente como limitación le-

gítima del derecho de propiedad
La Constitución de 1991 no consagró expresamente 

El decomiso, en términos generales, puede ser de-

y que priva de la propiedad del bien a su titular sin 
indemnización alguna, por estar vinculado con la in-
fracción objeto de sanción o ser el resultado de su co-
misión. En ese sentido, el decomiso puede ser penal o 
administrativo.

El decomiso penal sanción 
ya sea principal o accesoria, en virtud de la cual el au-
tor o copartícipe de un hecho punible, pierde en favor 
del Estado los bienes, objetos o instrumentos con los 
cuales se cometió la infracción y todas aquellas cosas 
o valores que provengan de la ejecución del delito.

(…)
Esta sanción hace parte del jus punendi del Esta-

do, prevista por el legislador para la persecución de 
los delitos y dirigida exclusivamente contra los objetos 
con los que se cometió la infracción penal o el pro-
ducto de ella. Sin embargo, en las Sentencias C-176 
de 1994 y C-931 de 2007, a propósito de la revisión 
de dos tratados internacionales, esta Corporación ad-
mitió que el legislador podía autorizar el decomiso de 
bienes diferentes, cuyo avalúo fuere equivalente a los 

con el nombre de “decomiso de valor”. Teniendo en 
cuenta que esta clase de decomiso hace parte de un 
proceso penal, sólo los jueces de esta jurisdicción son 
competentes para decretarlo.

Igualmente, se ha admitido el llamado decomiso 
administrativo, cuyo origen, a diferencia del penal, 
no está en la infracción del estatuto penal sino en la 
comisión de una contravención de tipo administrativo, 
tal como sucede en el derecho aduanero o el derecho 
policivo. En ese orden, su regulación no está contenida 
en un solo régimen sino en varios, dependiendo de su 

A diferencia del decomiso penal como lo señala 
Marienhoff, el fundamento del decomiso administrati-
vo está en “infracción formal” de la norma adminis-
trativa.

No existe en la Constitución Colombiana, una norma 

4.4. Conclusión preliminar
Lo expuesto hasta este punto, permite aseverar que 

analizadas, así:
 está expresamente prohibida 

por la Constitución, convirtiéndose en una limitación 
ilegitima de la propiedad, toda vez que una persona no 
puede ser despojada de la totalidad de sus bienes o una 
parte considerable de ellos.

4.4.2. Por su parte, la extinción del dominio, el 
decomiso y la expropiación son formas legítimas de 
restringir la propiedad.

Las dos primeras son formas de limitación legíti-
mas de la propiedad sin indemnización, mientras la ex-
propiación siempre procederá previa aquella.

4.4.3. Igualmente, la extinción del dominio y el de-
comiso pueden llegar a confundirse, sin que tengan la 
misma naturaleza, tal como se explicará en otro aparte 
de esta providencia.

Efectuadas las anteriores precisiones, es necesario 

proscrita en la Constitución de 1991 y en la jurispru-
dencia constitucional: el decomiso permanente admi-
nistrativo.

5.2. La exequibilidad de los artículos acusados
5.2.1. De la lectura de los preceptos acusados, la 

Sala no duda en concluir que, como lo señala el de-
mandante, el legislador extraordinario reguló una tí-
pica sanción de carácter administrativo que le corres-
ponde aplicar al alcalde o a quien haga sus veces como 
consecuencia de una contravención de policía, por la 
tenencia de los elementos señalados en el artículo 213.

El decomiso que regulan las normas acusadas es 
una sanción de policía -

razones de seguridad, moralidad o salubridad públi-

uno o varios de los elementos que componen el orden 
público y, por tanto, se convierte en una “limitación a 
la propiedad privada en interés público”, toda vez que 
la propiedad de los bienes objeto de la medida no pue-
de estar protegida por estar en riesgo valores y dere-
chos que se imponen para ser protegidos, v.gr, la salud 
pública.

Es importante recordar, como lo hizo esta Corpora-
ción en la ya referenciada Sentencia T-772 de 2003, que 
toda “medida de policía debe estar orientada hacia la 
garantía y preservación del orden público, concebido 
no como un objetivo en sí mismo, sino como un medio 



para permitir el ejercicio de las libertades y derechos de 
la ciudadanía, por lo cual no puede convertirse en una 
simple represión de las libertades, y no puede aplicarse 
para limitar el ejercicio legítimo de los derechos de las 
personas- únicamente para combatir las perturbaciones 
a la seguridad, tranquilidad y salubridad colectivas que 
amenacen con obstaculizar u obstaculicen el pleno ejer-
cicio de tales derechos. En un régimen democrático, el 
orden público no puede degenerar en una negación de 
las libertades: debe entenderse como un encuadramien-
to o regulación jurídica de las mismas, que permite su 
conciliación y ejercicio armónico”.

En ese orden de ideas, no existe razón alguna que 
-

biano la mención que hace el artículo 186, numeral 
10 del Decreto-Ley 1355 de 1970 al decomiso como 
una medida correctiva de carácter policivo, como 
tampoco la del artículo 129 del Decreto-ley 522 de 
1971, que asigna a los alcaldes o quien haga sus ve-
ces el conocimiento de las contravenciones que dan 
origen a esta medida, por cuanto constitucionalmente 
una autoridad administrativa sí puede ordenar el de-

cuando se agote un debido proceso y se busque con 
ella prevenir la alteración de los derechos y libertades 
de los asociados.

5.2.2. En este caso, el legislador, en ejercicio del po-
der de policía, entendido como la facultad de expedir 
leyes para la regulación del orden público a través de 
prohibiciones y restricciones al comportamiento de los 
individuos que se convierten en limitaciones a ciertos 
derechos y libertades, puede, como medida correctiva, 
imponer el decomiso administrativo permanente siem-
pre y cuando esta sea una medida proporcional a la 
infracción de policía que se busca sancionar.

Por tanto, en el presenta asunto, se impone analizar 
qué contravenciones policivas dan origen a la sanción 

-

de propiedad, tal como se hará en el acápite siguiente.
En este orden de ideas, se impone la declaración de 

exequibilidad de los artículos 186, numeral 10 del Decre-
to-Ley 1355 de 1970 y 129 del Decreto-ley 522 de 1971, 
toda vez que el cargo por el que fueron acusados, consis-
tente en que el decomiso que se consagra en estos precep-

al artículo 34, inciso 2°, fue desechado, pues como ya se 
-

miso administrativo y la extinción no se pueden confundir.
Así mismo, la solicitud del Ministerio Público, en 

el sentido de declarar la inhibición frente a estos dos 
artículos no es de recibo, toda vez que el escrito de 
demanda sí

del decomiso administrativo con la extinción de domi-
nio, frente al cual se ha pronunciado la Corporación 
en esta providencia, toda vez que el decomiso admi-
nistrativo como sanción no resulta per se contrario al 
artículo 34 de la Constitución, pues no tienen la misma 
naturaleza ni son asimilables.

(…)
5.4. Análisis de exequibilidad del artículo 194 del 

Decreto-Ley 1355 de 1970
Como se ha reseñado en otros apartes de esta 

providencia, esta norma establece que la medida de 

decomiso se debe imponer mediante resolución moti-
vada en la que dependiendo del bien, se debe ordenar 
su venta en pública subasta o entrega a un estable-
cimiento de asistencia pública. En el caso de los ali-
mentos y víveres en mal estado, este artículo ordena 
su destrucción.

En relación con este precepto, le basta a la Cor-
te señalar que en él se establece el procedimiento que 
debe seguir la autoridad para efectuar el decomiso, es 
decir, expedir una resolución motivada, hecho que se 
ajusta al debido proceso que se impone para esta clase 
de medidas, motivo por el que no se observan razones 
para declararlo contrario a la Constitución.

Así mismo, esta norma le indica a la autoridad de 
policía qué hacer con los bienes decomisados. En re-
lación con este punto, el demandante considera que la 

en que el propietario de los bienes obtuviera lo que se 
pague por ellos en dicha venta, tal como sucede con 
otras normas que consagran ese mecanismo.

Sobre este particular, es necesario advertir que el 
ciudadano Cardona González se equivoca al equipar 

fallos de esta Corporación, se ha admitido que bienes 
aprehendidos en forma temporal sean vendidos en pú-
blica subasta para evitar su deterioro o pérdida de va-
lor adquisitivo, siempre y cuando el producto de dicha 
venta se le entregue posteriormente a quien acredite 
dentro del proceso correspondiente que: i) era el pro-
pietario del bien vendido y ii) se trata de un tercero de 
buena fe.

Ese evento fue analizado en la sentencia que cita 
el demandante en su escrito de demanda, C-677 de 
1998, en la que efectivamente se autorizó la venta 
en martillo de bienes aprehendidos, siempre y cuan-
do se garantizara a su propietario y tercero de buena 
fe dentro del proceso correspondiente, la entrega del 
dinero de la venta. Igual situación fue prevista en la 
Sentencia C-474 de 2005, en la que expresamente se 
señaló que esa clase de ventas se ajusta a la Constitu-
ción, siempre y cuando se salvaguarde el derecho del 
legítimo propietario del bien. En estos casos, la medida 

que contempla el precepto acusado y que como tal no 
puede tener como consecuencia la devolución del valor 
del bien, toda vez que lo que se busca con la medida de 
policía que se analiza, es precisamente que el elemento 
decomisado no siga en poder de quien cometió la con-
travención de policía.

Si bien es cierto, la venta en pública subasta de las 
armas o de tiquetes no parece ser una medida lógica 
en estos casos, pues para las primeras lo prudente 
sería ordenar su destrucción y para las segundas, si 
el evento o espectáculo no ha pasado, su entrega a un 
establecimiento de asistencia pública, como en efecto 
lo consagra el articulo acusado, también es claro que 
el precepto en análisis salvaguarda los derechos de 
los terceros, especialmente del propietario del bien, 
cuando este resulta ajeno a la comisión de la con-
travención, puesto que expresamente contempla que 
cuando el bien pertenezca a un “tercero ajeno a los 
hechos que constituyen la falta” el bien le debe ser 
entregado.

Por tanto, no le asiste razón al demandante cuando 

la Constitución si posteriormente se le entrega el dine-
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ro de esta al propietario del bien, pues este evento lo ha 
contemplado la ley y la jurisprudencia constitucional, 
en los casos de aprehensiones temporales, cuando el 
bien puede deteriorarse o perder su valor, en donde 
el propietario podrá reclamar el producto de la venta, 
siempre y cuando resulte ser un tercero de buena fe y 
como tal ajeno a la falta que dio origen al decomiso 
del bien.

Se debe concluir, por tanto, que en las tres hipó-
tesis que contempla la norma acusada, se garantizan 
los derechos de propiedad de terceros, quienes pueden 
recurrir a la autoridad para la devolución del elemento 
aprehendido.

En el caso de los alimentos y víveres en mal estado, 
es claro que la única medida posible es su destrucción, 
independientemente de quien ostente la propiedad so-
bre estos, toda vez que el elemento de salubridad pú-
blica se impone, porque atenta contra ella por igual, el 
detentador de los alimentos en el momento de la apre-
hensión como el propietario de los mismos.”.3

“El Ministerio de Trabajo, en coordinación con 
los alcaldes municipales y distritales, deberá diseñar 
y ejecutar programas de readaptación laboral para 
aquellas personas a quienes les impongan la sanción 
de desintegración física del vehículo prevista en el 
numeral 5 del presente artículo, siempre y cuando la 
misma suponga una grave lesión al mínimo vital de la 
persona implicada y su familia. Los programas de re-
adaptación laboral deberán brindar de manera real y 
efectiva medidas ocupacionales alternativas y sustitu-
tivas”.

con-

-
do en varias oportunidades por la Corte para resolver 

-
levante ha sido el de los vendedores ambulantes y las 
medidas que pretenden removerlos del espacio públi-
co. La Corte ha entendido este principio como una ga-
rantía a favor de los asociados que le impide al Estado 

adoptar decisiones abruptas y sorpresivas que afecten 
situaciones jurídicas particulares, sin implantar medi-
das de transición o choque que minimicen los efectos 
negativos de esos cambios de regulación.

La idea que subyace al concepto es que la actividad 
lícita de los particulares se extiende hasta donde las 
autoridades lo permiten, al punto que dicha tolerancia 
genera una expectativa de continuidad en quienes la 
desarrollan. Aunque el Estado no se encuentra impe-
dido para prohibir el ejercicio de tal actividad o para 

-

expectativa formada. Por virtud del concepto de con-

diseñar mecanismos adecuados para que tales expec-
tativas no resulten severamente afectadas, rompiéndo-
se con ello el equilibrio provocado por su tolerancia.

Sobre este particular la Corte sostuvo, citando a 
García de Enterría:

“A ese problema ha dado una respuesta adecuada 
el principio de protección de , 
que, formulado inicialmente por la jurisprudencia ale-
mana, ha hecho suyo el Tribunal Europeo de Justicia 
a raíz de la Sentencia de 13 de julio de 1965. Dicho 
principio, del que ha hecho eco entre nosotros la doc-
trina (GARCÍA MACHO) y, posteriormente, el propio 
Consejo de Estado (vid. la Memoria del Alto Cuerpo 
consultivo del año 1988), no impide, desde luego, al 

pero sí le obliga a dispensar su protección, en caso de 
alteración sensible de situaciones en cuya durabilidad 

todo caso tiempo y medios para reequilibrar su posi-
ción o adaptarse a la nueva situación, lo que, dicho 
de otro modo, implica una condena de los cambios 
legislativos bruscos adoptados por sorpresa y sin las 
cautelas aludidas”[16]. (Sentencia T-225 de 1992 M.P. 
Jaime Sanín Greiffenstein).

En el caso particular, es cierto que los propietarios 

legítima -y está por demás decir que después de la vi-
gencia de la norma podrán seguir haciéndolo en las 
zonas en que esa circulación se permita-, y también 
lo es que el Estado tenía la posibilidad de regular la 
conducción de los mismos por la vía pública.

-
tima, la prohibición no podría ser sorpresiva, pues ello 
rompería el equilibrio derivado de su tolerancia. Sin 
embargo, el Estado dispuso en las normas pertinentes 
no entrarían a regir inmediatamente, sino un año des-
pués de la entrada en vigencia del Código de Tránsito, 
a lo cual se añade que las autoridades competentes es-
tán obligadas a crear los mecanismos necesarios para 

-
tes y adecuados a su condición. A juicio de la Corte, 
estas dos medidas podrían considerarse fundamento 

-
res de esos vehículos.

No obstante, es un hecho cierto que la orden im-
partida por la ley para que las autoridades locales 
inicien las gestiones de capacitación y estudio de al-
ternativas laborales para los conductores de vehículos 
de tracción animal no garantiza que dichos programas 



se hagan realidad. La protección que el Estado debe 
suministrar a la comunidad de personas que subsisten 

-
za en que la administración municipal instaurará los 
programas de capacitación ordenados por la Ley, en 
asocio con el Sena, y otorgará una solución efectiva y 
real a los afectados por la medida en un año contado a 
partir de la entrada en vigencia de la Ley 769.

El anterior es un anhelo del legislador que por su 
carácter incierto no admite el preclusivo término de 
un año que prevé la norma. Nada garantiza entonces 
que las alcaldías municipales y distritales junto con el 
SENA tengan diseñados y en plena operación los pro-
gramas de readaptación laboral de los conductores de 
carretas haladas por animales, en el término de un año 
contado a partir del 13 de diciembre de 2002, día en 
que empezó a regir la norma de conformidad con lo 
estipulado en el artículo 170 de la Ley 769.

Así entonces, esta Corporación considera que el es-
tablecimiento del término de un año para implantar la 
medida restrictiva no puede hacerse sin tener en cuen-
ta la voluntad real de cada una de las administraciones 
locales para adelantar los programas de capacitación 
a que debe someterse a los poseedores de los vehículos 
de tracción animal. De lo contrario la Administración 

-
tima, ya que habría impuesto una restricción al ejerci-
cio de una actividad lícita sin conferir a los afectados 
por la medida una posibilidad real y efectiva de buscar 
alternativas laborales acordes con el ordenamiento ju-
rídico y el interés público.

Por tal razón, esta Corporación considera que la 
exequibilidad del artículo 98 de la Ley 769 debe con-
dicionarse a que el año a partir del cual puede im-
plantarse la restricción al tránsito de los vehículos de 
tracción animal debe comenzar a regir, no desde la 
vigencia de la ley, sino del momento en que la adminis-
tración local -municipal o distrital- ponga en funcio-
namiento los programas de capacitación y las activi-
dades alternativas y sustitutas para los conductores de 
dichos vehículos.” .

“Tal como se dijo por la Corte en la Sentencia 
C-355 de 2003, a propósito de una norma que orde-
naba la erradicación de los vehículos de tracción ani-
mal en los municipios de categoría primera y especial, 
pero con criterios que resultan aplicables a todos los 
vehículos no automotores, una medida indiscriminada 
de proscripción de este tipo de vehículos para la rea-
lización de las actividades que le son propias, como el 
transporte público de personas y de cosas, es despro-
porcionada, por radical y totalizante, ya que no con-
sulta la verdadera composición del tejido vial de los 
conglomerados urbanos. Expresó la Corte que el artí-
culo entonces demandado suponía que para alcanzar 
los niveles de seguridad propuestos por el Código de 
Tránsito se requería acudir a la prohibición absoluta 
del tránsito urbano de los vehículos de tracción ani-
mal, es decir, a su “erradicación”, desconociendo que 

circulación que no implican un riesgo inminente para 

la seguridad vial de las ciudades. Concluyó la Corte 
que la norma contenía una restricción de ‘cobertura 
demasiado amplia’[24] que la hacía incompatible con 
el ordenamiento jurídico constitucional.

Lo propio ocurre en el presente caso, pues, como se 
ha visto, la disposición acusada, proscribe cualquier 
forma de servicio público que se preste mediante vehí-
culos no motorizados o de tracción animal, con lo cual, 
no sólo entra en abierta contradicción con lo dispuesto 
por la Corte en la Sentencia C-355 de 2003 en relación 
con los vehículos de tracción animal, sino que desco-
noce la ratio decidendi de esa providencia en relación 
con las otras modalidades de transporte no automotor, 
en la medida en que establece una prohibición abso-

vehículos a los que se aplica, ni distingue entre zonas 
urbanas o rurales, o entre tipos de vías, o entre mo-
dalidades del servicio y sin advertir, por consiguien-

transporte público, que se realizan en vehículos no 
motorizados, con frecuencia, incluso, con autorización 
de las autoridades administrativas, y en circunstancias 
que no implican riesgo para la seguridad, ni plantean 
graves problemas de movilidad y que por el contra-
rio, al paso que constituyen fuente de ingresos para un 
número importante de personas, prestan servicios que 
son requeridos por sus usuarios.

En este análisis sobre la necesidad de la medida, 
del mismo modo cabe indicar que, tratándose de una 
norma de derecho administrativo sancionador, se afec-
ta también el principio conforme al cual las infraccio-

función del bien jurídico protegido y de la afectación 
previsible del mismo por la conducta que se proscribe. 
Esto es, la prohibición debe estar orientada de manera 
precisa a la protección de un bien jurídico y el juicio de 
necesidad está indisolublemente ligado al análisis de 
la precisa determinación de la conducta proscrita, la 
cual debe estar en correlación directa con el resultado 
que se quiere evitar.

En el mismo sentido cabe decir que también se 

libre iniciativa privada. Se trata de una disposición 
-

mente inaceptable de indeterminación en cuanto a la 
prohibición, debido a que se sanciona la prestación de 
cualquier tipo de servicio público de transporte, sea 

modalidades del mismo, ni precisar el tipo de vehículo 
que se encuentra excluido, puesto que la descripción 
se hace en sentido negativo, esto es, todo vehículo que 
no sea motorizado, y con carácter absoluto, puesto que 
no se distingue entre tipo de actividades, ni zonas a las 
que se aplique. Regiría, entonces, para zonas urbanas 

-
lación menor, o incluso restringidas para peatones o 
vehículos no motorizados.

A juicio de la Corte no cabe la exclusión absoluta y 

Es posible ponerle límites derivados de la regulación 
de los servicios públicos y de las condiciones de segu-
ridad de los usuarios, pero sin que, en principio, quepa 
una completa exclusión, como la que se desprende de 
la disposición demandada. Como se ha dicho, es posi-
ble que el legislador, por consideraciones de seguridad 
vial, o de salubridad, o de movilidad o de racionaliza-
ción en el aprovechamiento de la malla vial, establezca 



G

algunas restricciones, pero para que las mismas sean 
compatibles con la Constitución, se requiere que se 
acomoden a los principios de racionalidad y de pro-
porcionalidad.

Corte en la Sentencia C-533 de 2003, cabe decir que la 
disposición acusada también afecta el derecho al tra-
bajo, por cuanto la misma no se limita a restringir el 
uso de vehículos no automotores para el servicio pú-
blico de transporte, sino que establece una prohibición 
indiscriminada de prestar el servicio en ese tipo de ve-
hículos. Así, la naturaleza desproporcionada de la dis-
posición surge de que se le prohíba a los propietarios 
y conductores de estos vehículos explotarlos económi-
camente y, por ende, aprovecharlos como instrumento 
de trabajo, sin consideración al hecho de que el peligro 
para la seguridad vial que tal explotación económica 
implica no es ostensible ni inminente en todas las vías 
de los municipios del país.

Finalmente, cabe señalar que, como se estableció 
por la Corte en la Sentencia C-355 de 2003, la pros-
cripción, sin establecer distinciones, de la actividad 
de transporte público en vehículos no automotores o 
de tracción animal, resulta contraria al principio de 

que, con la anuencia de las autoridades, habían veni-
do desarrollando actividades de ese tipo en distintos 
lugares del país.

En la Sentencia C-355 de 2003, la Corte, al paso 
que declaró la inexequibilidad de la orden de erradicar 
los vehículos de tracción animal, decidió condicionar 
la prohibición de su circulación al hecho de la con-
creción de la misma por las autoridades territoriales 
competentes. Partió la Corte de la consideración de 
que es legítimo, por razones de seguridad, de salubri-
dad, de movilidad y de preservación del espacio pú-
blico, que se restrinja la circulación de vehículos de 
tracción animal. Pero estimó que resultaba inexequible 
que tal prohibición viniese establecida de antemano, a 
nivel nacional, de manera absoluta, y señaló que debía 
dejarse un margen de apreciación para que las auto-
ridades locales, a la luz de las circunstancias propias 
de cada ente territorial, establecieran los casos en los 
que la actividad debía prohibirse y aquellos otros en 
los que cabría autorizarla y las condiciones aplicables 
para el efecto.

En este caso se tiene que, aún en ausencia de la 
norma demandada, en la que se adopta la medida res-
trictiva, el servicio público de transporte en vehícu-
los no automotores o de tracción animal, sólo podría 
prestarse en los términos y en las condiciones que, en 
el marco de la ley, determinen las autoridades locales 
en el ámbito de su competencia. Dentro de ese marco 
de regulación legal se encuentra, por ejemplo la pre-
visión del literal A-11 del artículo 131 de la Ley 769 
de 2002, que establece la prohibición para este tipo 
de vehículos de transitar por zonas restringidas o por 
vías de alta velocidad como autopistas y arterias, o en 

-
mas imperativas de alcance nacional, la autoridades 

en las cuales, para ciertos servicios y determinado tipo 
de vehículos, cumpliendo unas condiciones previamen-

vehículos de tracción animal o no automotores y en 
que otros casos ello queda proscrito por consideracio-
nes de seguridad, salubridad, movilidad u otras que 

resulten legítimas a la luz de la Constitución. En ese 
proceso, las autoridades competentes deberán obrar, 

-
gítima de quienes, con la anuencia de las autoridades, 
han venido desarrollando las actividades que, hacia el 
futuro, serían objeto de proscripción o restricción. .

- Establecimiento de una infracción genérica

Realizar cualquier acti-
vidad en contravía del Estatuto Nacional del Trans-
porte o de cualquier otra norma que los regule

“los demás casos de con-

y constituyan violación a las normas del transporte.” 

“hay que entender que las 
violaciones que en este literal se sancionan son todas 
las infracciones de las normas de transporte, diferen-
tes a las expresamente señaladas en el mismo artículo 
46”



Artículo 5°. Infracciones. Se considera infracción 
en materia ambiental toda acción u omisión que cons-
tituya violación de las normas contenidas en el Có-
digo de Recursos Naturales Renovables, Decreto-ley 
2811 de 1974, en la Ley 99 de 1993, en la Ley 165 de 
1994 y en las demás disposiciones ambientales vigen-

administrativos emanados de la autoridad ambiental 
competente. Será también constitutivo de infracción 
ambiental la comisión de un daño al medio ambien-

la responsabilidad civil extracontractual establece el 
Código Civil y la legislación complementaria, a saber: 
El daño, el hecho generador con culpa o dolo y el vín-
culo causal entre los dos. Cuando estos elementos se 

ambiental, sin perjuicio de la responsabilidad que para 
terceros pueda generar el hecho en materia civil.

Artículo 61. Sanciones. La Superintendencia de 
Industria y Comercio podrá imponer, previa investiga-
ción administrativa, las sanciones previstas en este ar-
tículo por inobservancia de las normas contenidas en 
esta ley, de reglamentos técnicos, de normas de me-
trología legal, de instrucciones y órdenes que imparta 
en ejercicio de las facultades que le son atribuidas por 
esta ley, o por no atender la obligación de remitir in-
formación con ocasión de alguno de los regímenes de 
control de precios:

2. Sanciones institucionales para los estableci-
mientos hospitalarios y clínicos y entidades de seguri-
dad y previsión social. Los establecimientos hospitala-
rios o clínicos y las entidades de seguridad y previsión 

salud que incumplan las obligaciones previstas en las 
disposiciones de los Capítulos IV y V del presente Es-
tatuto y sus normas reglamentarias, quedarán sujetos 
a las siguientes sanciones, según la naturaleza y gra-
vedad de la infracción:

Artículo 81. Sanciones. La Superintendencia de 
servicios públicos domiciliarios podrá imponer las si-
guientes sanciones a quienes violen las normas a las 
que deben estar sujetas, según la naturaleza y la gra-
vedad de la falta:

Las multas son sanciones pecuniarias que derivan 
del poder punitivo del Estado, y que se establece con 

-
deseable. La multa no participa de los elementos de un 
tributo.” .

rentas ce-
didas 

“Las multas impuestas por causa de infracciones de 
tránsito, son rentas cedidas de la Nación a los entes te-
rritoriales, las cuales no gozan de la reserva municipal 
ni departamental de determinación y administración 
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la Corte Constitucional al indicar que:
“La fuente externa o exógena de la renta sería 

aquella que proviene de la Nación a título de transfe-

derechos por regalías y compensaciones, las rentas 
cedidas -
ciación y, en suma, los restantes mecanismos que para 
estos efectos diseñe el legislador. Por supuesto que so-
bre estos ingresos la ley tiene un mayor grado de inje-

La facultad constitucional de intervención del le-
gislador en la determinación del uso y administración 
de las rentas cedidas a los entes territoriales en mate-
ria de tránsito fue avalada por la Corte en Sentencia 
C-925 de 2006, cuando señaló:

“En relación con el primer aspecto, la dualidad 
de poderes tributarios dispuesta por la Carta Política 
permite que puedan predicarse dos fuentes diferencia-

está conformada por la transferencia o cesión de las 
rentas nacionales y la participación en recursos deri-
vados de regalías o compensaciones. En relación con 
fondos de esta naturaleza, la jurisprudencia constitu-
cional ha reiterado que “admiten una amplia interven-
ción del legislador dado que, en última instancia, se 

-
cular, la Corte ha señalado que nada obsta para que la 

deben destinarse los recursos nacionales transferidos 
o cedidos a las entidades territoriales, siempre que la 
destinación sea proporcionada y respete las priorida-
des constitucionales relativas a cada una de las distin-

7.

territoriales son las de carácter endógeno, categoría 
que corresponde al término “recursos propios” utili-

-

Corte ha considerado que son recursos propios de las 
entidades territoriales los “que se originan y producen 
dentro de la respectiva jurisdicción y en virtud de sus 
decisiones políticas internas. En consecuencia, son re-
cursos propios tanto los que resultan de la explotación 
de los bienes que son de su propiedad exclusiva, como 
las rentas tributarias que surgen gracias a fuentes tri-
butarias -impuestos, tasas y contribuciones- propias”.8

(…)
“Así las cosas, tratándose de una fuente exógena 

intervención del legislador dado que, en última instan-

particular, la Corte ha señalado que nada obsta para 

cuales deben destinarse los recursos nacionales trans-
feridos o cedidos a las entidades territoriales, siempre 
que la destinación sea proporcionada y respete las 
prioridades constitucionales relativas a cada una de 

” .

Cfr. 
Ibídem.
Cfr. 

“Artículo 65. Archivo de expedientes. En los 
trámites de cobro coactivo que adelanta la Super-
intendencia de Industria y Comercio archívense los 
expedientes correspondientes a cobros originados 
en las sanciones impuestas por violación a las dis-
posiciones contenidas en el estatuto de protección al 
consumidor, cuya cuantía no exceda de 50 salarios 
mínimos mensuales legales vigentes, siempre que 
tengan al menos 5 años de vencidas. De la diligen-
cia respectiva deberá ponerse en conocimiento a la 
Contraloría General de la Nación. El Contador Ge-
neral de la Nación dará instrucciones para contabi-
lizar la operación.”.

 El artículo 136 de la Ley 769 de 2002, 
quedará así:

Artículo 136. Reducción de la multa. Una vez sur-
tida la orden de comparendo, si el inculpado acepta la 
comisión de la infracción, podrá sin necesidad de otra 
actuación administrativa, cancelar el cincuenta por 
ciento (50%) del valor de la multa dentro de los cinco 
días siguientes a la orden de comparendo, igualmente, 
o podrá cancelar el setenta y cinco (75%) del valor de 
la multa, si paga dentro de los veinte días siguientes a 
la orden de comparendo, en estos casos deberá asistir 
obligatoriamente a un curso sobre normas de tránsito 
en el Centro Integral de Atención, donde se cancela-
rá un 25% y el excedente se pagará al organismo de 
tránsito. Si aceptada la infracción, esta no se paga en 
las oportunidades antes indicadas, el inculpado deberá 
cancelar el (100%) del valor de la multa más sus co-
rrespondientes intereses moratorios.

Si el inculpado rechaza la comisión de la infracción, 
el inculpado deberá comparecer ante el funcionario en 
audiencia pública para que este decrete las pruebas 

considere útiles. Si el contraventor no compareciere sin 
justa causa comprobada dentro de los cinco (5) días 
hábiles siguientes, la autoridad de tránsito después de 
30 días de ocurrida la presunta infracción seguirá el 
proceso, entendiéndose que queda vinculado al mismo, 

-
trados.

En la misma audiencia, si fuere posible, se practi-
carán las pruebas y se sancionará o absolverá al incul-
pado. Si fuere declarado contraventor, se le impondrá 
el cien por ciento (100%) del valor de la multa prevista 
en el código.

Los organismos de tránsito de manera gratuita po-
drán celebrar acuerdos para el recaudo de las multas y 
podrán establecer convenios con los bancos para este 

-
tuarse en cualquier lugar del país.

Parágrafo 1°. En los lugares donde existan inspec-
ciones ambulantes de tránsito, los funcionarios compe-
tentes podrán imponer al infractor la sanción corres-
pondiente en el sitio y hora donde se haya cometido la 
contravención respetando el derecho de defensa.



Parágrafo 2°. A partir de la entrada en vigencia de 
la presente ley y por un periodo de doce (12) meses, 
todos los conductores que tengan pendiente el pago 
de infracciones de tránsito podrán acogerse al des-
cuento previsto en el presente artículo.

Artículo 95. Incentivo para el pago de multas de 
tránsito. El parágrafo 2° del artículo 24 de la Ley 1383 
de 2010 quedará así:

“Parágrafo 2°. A partir de la promulgación de la 
presente ley y por un término de dieciocho (18) meses, 
todos los conductores que tengan pendiente el pago de 
multas por infracciones de tránsito, impuestas antes 
del quince (15) de marzo de 2010, podrán acogerse al 
descuento del cincuenta por ciento (50%) del total de 
su deuda, previa realización del curso sobre normas de 
tránsito de que trata el artículo 24 de la Ley 1383 de 
2010, y para ello podrán celebrar convenios o acuer-
dos de pago hasta por el total de la obligación y por 
el término que establezca el organismo de tránsito de 
acuerdo a la ley, siempre que el convenio o acuerdo 
se suscriba antes del vencimiento del plazo previsto en 
este artículo. El convenio o acuerdo no podrá incor-
porar obligaciones sobre las cuales hayan operado la 
prescripción, y en el mismo el conductor y el organis-
mo de tránsito dejarán constancia de las deudas sobre 
las cuales operó este fenómeno”.

“4.2. Planteamiento del problema jurídico
El Presidente de la República presenta los siguien-

tes cargos de inconstitucionalidad contra el parágrafo 
2° del artículo 24 del proyecto de ley.

Primer cargo: la disposición objetada, al permitir 
que los conductores que tengan pendientes el pago de 
infracciones de tránsito puedan acogerse a un deter-
minado descuento, desconoce el artículo 287 Superior 
(autonomía de las entidades territoriales), por cuanto 
el producto de las multas es de propiedad de aquellas. 
En otros términos, dado que “la administración y dis-
posición de los recursos provenientes de dichas infrac-
ciones, así como su recaudo, es competencia exclusiva 
de las entidades territoriales, mal puede el legislador 

-
travía de la autonomía que se predica sobre los recur-
sos de tales entidades”.

(…)
En cuanto al primero de los cargos, el Congreso de 

la República insiste en la conformidad del parágrafo 
2° del artículo 24 del proyecto de ley con la Consti-
tución, por cuanto, (i) la autonomía territorial no es 
ilimitada; (ii) la Constitución faculta al Congreso para 
que regule la participación territorial en las rentas na-
cionales; (iii) las multas por concepto de infracciones 
de tránsito, constituyen una renta nacional cedida a los 
entes territoriales; y (iv) la intervención del Congreso 
en la regulación de las rentas territoriales, sólo está 
excluida cuando se trata de bienes efectivamente in-
corporados al presupuesto del ente territorial (ingresos 

ya recaudados), de rentas tributarias o no tributarias 
o provenientes de la explotación de monopolios de las 
entidades territoriales. No incluye a las rentas cedidas.

(…)
4.3. Resolución del caso concreto
4.3.1. Alcance de la autonomía de las entidades te-

rritoriales
A lo largo de los años, la Corte ha consolidado unas 

claras líneas jurisprudenciales en el sentido de que la 
Carta Política de 1991 contempla una forma de Estado 
que se construye a partir del principio unitario, pero 
que garantiza, al mismo tiempo, un ámbito de auto-
nomía para sus entidades territoriales[41]. Dentro de 
ese esquema, la distribución de competencias entre la 
Nación y los entes territoriales es algo que el ordena-

se le han establecido un conjunto de reglas mínimas 
orientadas a asegurar una articulación entre la pro-
tección debida a la autonomía territorial y el principio 
unitario, reglas que en ocasiones otorgan primacía al 
nivel central, al paso que en otras impulsan la gestión 
autónoma de las entidades territoriales.[42]

En este orden de ideas, se precisa armonizar los 
contenidos de los principios de unidad y de autonomía, 
los cuales se limitan recíprocamente. En tal sentido, el 
juez constitucional en Sentencia C-535 de 1996 consi-
deró que la autonomía debía entenderse como la ca-
pacidad de que gozan las entidades territoriales para 
gestionar sus propios intereses, dentro de los límites 
de la Constitución y la ley, lo cual quiere decir que si 

reconoce, por otro, “la supremacía de un ordenamien-
to superior, con lo cual la autonomía de las entidades 

que se explica en un contexto unitario.”[43] En esa 
misma providencia se señaló que “por un lado, el prin-
cipio de autonomía debe desarrollarse dentro de los 
límites de la Constitución y la ley, con lo cual se reco-
noce la posición de superioridad del Estado unitario, y 
por el otro, el principio unitario debe respetar un espa-
cio esencial de autonomía cuyo límite lo constituye el 
ámbito en que se desarrolla esta última.”[44]

Posteriormente, la Corte en Sentencia C-1258 de 
2001 adelantó unas precisiones en relación con el papel 

-
ración de los ámbitos de la autonomía regional, indi-
cando que esta se encuentra integrada por “el conjunto 
de derechos, atribuciones y facultades reconocidas en la 
Carta Política a las entidades territoriales y a sus au-

-
nes y la prestación de los servicios a su cargo.”[45] En 
cuanto al límite máximo, expresó la Corte que el mismo 
tiene una frontera en aquel extremo que al ser superado 
rompe con la idea del Estado unitario.[46]

Más recientemente, en Sentencia C-931 de 2006, 

de autonomía de las entidades territoriales, en los si-
guientes términos:

“En ese esquema, para la distribución de compe-
tencias entre la Nación y las entidades territoriales, 
el legislador deberá tener en cuenta que el contenido 
esencial de la autonomía se centra en la posibilidad de 
gestionar los propios intereses (C.P. artículo 287), una 
de cuyas manifestaciones más importantes es el dere-
cho a actuar a través de órganos propios en la adminis-
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tración y el gobierno de los asuntos de interés regional 
o local. Tal derecho, contenido de manera expresa en 
el artículo 287 Superior, hace parte del núcleo esencial 
de la autonomía, indisponible por el legislador, y se 
complementa con las previsiones de los artículos 300-
7 y 313-6 de la Constitución, conforme a los cuales 
corresponde a las entidades territoriales determinar la 
estructura de sus respectivas administraciones, crean-

-
doles las correlativas funciones.

“No obstante lo anterior, es claro que, para preser-
var el interés nacional y el principio unitario, corres-
ponde al legislador establecer las condiciones básicas 

subsidiariedad, las competencias del orden nacional 
que deberán desarrollarse conforme al principio de 
coordinación, que presupone unas reglas uniformes y 
una pautas de acción que, sin vaciar de contenido el 
ámbito de autonomía territorial, permitan una armoni-
zación de funciones.

Así las cosas, el principio de autonomía de las en-
tidades territoriales no es absoluto, y debe siempre ar-
monizarse con la forma constitucional de Estado.

4.3.2. Naturaleza jurídica de las multas, su propie-
dad y regulación

Las multas impuestas por causa de infracciones de 
tránsito, son rentas cedidas de la Nación a los entes te-
rritoriales, las cuales no gozan de la reserva municipal 
ni departamental de determinación y administración 

la Corte Constitucional al indicar que:
“La fuente externa o exógena de la renta sería 

aquella que proviene de la Nación a título de transfe-

derechos por regalías y compensaciones, las rentas 
cedidas -
ciación y, en suma, los restantes mecanismos que para 
estos efectos diseñe el legislador. Por supuesto que so-
bre estos ingresos la ley tiene un mayor grado de inje-

La facultad constitucional de intervención del le-
gislador en la determinación del uso y administración 
de las rentas cedidas a los entes territoriales en mate-
ria de tránsito fue avalada por la Corte en Sentencia 
C-925 de 2006, cuando señaló:

“En relación con el primer aspecto, la dualidad 
de poderes tributarios dispuesta por la Carta Política 
permite que puedan predicarse dos fuentes diferencia-

está conformada por la transferencia o cesión de las 
rentas nacionales y la participación en recursos deri-
vados de regalías o compensaciones. En relación con 
fondos de esta naturaleza, la jurisprudencia constitu-
cional ha reiterado que “admiten una amplia interven-
ción del legislador dado que, en última instancia, se 

-
cular, la Corte ha señalado que nada obsta para que la 

deben destinarse los recursos nacionales transferidos 
o cedidos a las entidades territoriales, siempre que la 
destinación sea proporcionada y respete las priorida-
des constitucionales relativas a cada una de las distin-

territoriales son las de carácter endógeno, categoría 
que corresponde al término “recursos propios” utili-

-

la Corte ha considerado que son recursos propios de 
las entidades territoriales los “que se originan y pro-
ducen dentro de la respectiva jurisdicción y en virtud 
de sus decisiones políticas internas. En consecuencia, 
son recursos propios tanto los que resultan de la ex-
plotación de los bienes que son de su propiedad exclu-
siva, como las rentas tributarias que surgen gracias a 
fuentes tributarias - impuestos, tasas y contribuciones 
- propias”.[48]

De igual manera, cabe señalar que la Corte en Sen-
tencia C-385 de 2003 consideró que los recursos pro-
venientes del pago de multas de tránsito habían sido 
cedidos por la Nación a las entidades territoriales, a 
efectos de fortalecerlas:

“Conforme al Código Nacional de Tránsito Terres-
tre, expedido mediante Ley 769 de 2002, la Nación 
para fortalecer los ingresos de los municipios les asig-
na los dineros provenientes de multas por la comisión 
de faltas de tránsito en los territorios respectivos y, en 
el artículo 10 de ese Código se establece que habrá un 
“Sistema Integrado de Información sobre las Multas y 
Sanciones por Infracciones de Tránsito (Simit)”, con lo 
cual no sólo puede registrarse el nombre y la identidad 
de quienes incurran en faltas a las normas reguladoras 
del tránsito, sino, también, el monto de las multas y de-
más sanciones que se les impongan, lo que permite, sin 
duda un mayor control por parte de las autoridades y 
facilita el cobro de las sumas debidas por ese concepto 
en cualquier parte del territorio colombiano.

Así las cosas, tratándose de una fuente exógena de 
-

tervención del legislador dado que, en última instan-

particular, la Corte ha señalado que nada obsta para 

cuales deben destinarse los recursos nacionales trans-
feridos o cedidos a las entidades territoriales, siempre 
que la destinación sea proporcionada y respete las 
prioridades constitucionales relativas a cada una de 

4.3.3. Examen del caso concreto
En el caso concreto, el legislador dispuso que “A 

partir de la entrada en vigencia de la presente ley y por 
un período de doce (12) meses, todos los conductores 
que tengan pendiente el pago de infracciones de tránsi-
to podrán acogerse al descuento previsto en el presente 
artículo”, es decir, previó una reducción en el pago de 
las multas por infracciones de tránsito.

De tal suerte que, si una vez surtida la orden de 
comparendo, el inculpado acepta la comisión de la in-
fracción, podrá cancelar el cincuenta por ciento (50%) 
del valor de la multa dentro de los cinco días siguientes 
a la orden de comparendo, o podrá cancelar el seten-
ta y cinco por ciento (75%) del valor de aquella, si 
paga dentro de los veinte días siguientes a la orden de 
comparendo. En este último caso, deberá asistir obli-
gatoriamente a un curso sobre normas de tránsito en el 
Centro Integral de Atención, donde cancelará un vein-
ticinco por ciento (25%) y el cincuenta (50%) restan-
te lo pagará al organismo de tránsito. Si aceptada la 
infracción, esta no se paga en las oportunidades antes 



indicadas, el contraventor deberá cancelar el (100%) 
del valor de la multa más sus correspondientes intere-
ses moratorios.

Pues bien, esta intervención del legislador nacional 
-

des territoriales, como lo son los recursos provenientes 
del pago de multas de tránsito, se ajusta a la Constitu-
ción. En efecto, baste con señalar que la norma busca 
un objetivo constitucionalmente admisible como lo es 
mejorar el recaudo del pago por concepto de multas 
de tránsito, mediante la previsión de un conjunto de 
estímulos económicos al infractor, relacionados con la 
celeridad con que cancele sus sanciones...”11.

Similares consideraciones son aplicables para el 
caso de la reducción del valor de la multa oponible 
a los remisos puesto que, en criterio de la Corte, una 
determinación de esta naturaleza no recae dentro del 
concepto de exención tributaria, en los términos ex-
puestos, sino que, simplemente, se circunscribe a la 
delimitación, para un caso concreto, de una sanción 
pecuniaria que el mismo legislador había previsto en 
norma anterior. En efecto, el artículo 42 de la Ley 48 
de 1993 establece el régimen de multas aplicables a los 
ciudadanos que al incumplir con las obligaciones le-
gales relativas a la prestación del servicio militar obli-
gatorio, adquieren la condición de remisos. A juicio de 

particular de sanciones pecuniarias, previstas por el 
mismo legislador, a favor de determinado grupo de la 
población, es un asunto que no guarda conexión con 
las exenciones de que trata el artículo 154 C.P., en tan-

de impuesto alguno, sino a la regulación de ingresos 

las multas.[36] Así las cosas, la objeción presidencial 
planteada, fundada en la necesidad de aval guberna-
mental, no afecta la constitucionalidad de dicho apar-
tado del proyecto de ley.12

rentas cedidas 

V. CONSIDERACIONES DE LOS PONENTES

Todo colombiano, con las limitaciones que 
establezca la ley, tiene derecho a circular libremente 

por el territorio nacional, a entrar y salir de él, y a 
permanecer y residenciarse en Colombia” 
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Artículo 1°. Objeto. Artículo 1°. Objeto.

así como establecer instrumentos para la 
supervisión.

así como
establecer instrumentos para 
la supervisión”

 

Artículo 2°. Principios rectores. Artículo 2°. Principios rectores.

pejus

Artículo 3°. .

 
 
 
Contrato de concesión:

Concesión portuaria:

Artículo 3°. .

en el Código de Comercio

entre ellas el 
Decreto 1079 de 2015 y las disposiciones que 

Contrato de concesión:

Concesión portuaria:
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Control:

Empresa de transporte:

Equipo de transporte:

Evaluaciones médicas periódicas programa-
das:

Infracción de transporte:

Infraestructura de transporte:

Inspección:

Medio de transporte:

Control:

Empresa de transporte:

Equipo de transporte:

Evaluaciones médicas periódicas programa-
das:

Instituciones 
Prestadores de Servicios de Salud o en Or-
ganismos de apoyo al tránsito. Las entidades 
que pretendan realizar estas evaluaciones y 
los exámenes médicos o psicosensométricos 
de los planes estratégicos de seguridad vial, 
deberán contar con acreditación en norma 
ISO/IEC o NTC y con habilitación de

Infracción de transporte:

o en las 
-

tuyan

Infraestructura de transporte:

Inspección:

Medio de transporte:
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Modo de transporte:

Modo aéreo:

Modo terrestre:

Modo acuático:

Nodo de transporte:

Operador portuario:

Organismos de apoyo:

Organismos de tránsito

Programas de salud ocupacional:

Radio de acción:

Servicio no autorizado:

Servicios complementarios:

Servicio público de transporte por cable de pa-
sajeros:

Modo de transporte:

Modo aéreo:

Modo terrestre:

Modo acuático:

Nodo de transporte:

Operador portuario:

Organismos de apoyo:

Organismos de tránsito

Programas de salud ocupacional:

Radio de acción:

Servicio no autorizado:

Servicios complementarios:

Servicio público de transporte por cable de pa-
sajeros:
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Servicio público de transporte por cable de 
carga:

Servicio público de transporte terrestre auto-
motor colectivo de pasajeros:

Servicio público de transporte terrestre auto-
motor de carga:

Servicio público de transporte terrestre auto-
motor de pasajeros por carretera:

Servicio público de transporte terrestre auto-
motor especial:

Servicio público de transporte terrestre au-
tomotor individual de pasajeros en vehículos 
taxi:

Servicio público de transporte terrestre au-
tomotor mixto:

Servicio público de transporte por cable de 
carga:

Servicio público de transporte terrestre auto-
motor colectivo de pasajeros:

Servicio público de transporte terrestre auto-
motor de carga:

o las normas que lo 

Servicio público de transporte terrestre auto-
motor de pasajeros por carretera:

Servicio público de transporte terrestre auto-
motor especial:

Servicio público de transporte terrestre au-
tomotor individual de pasajeros en vehículos 
taxi:

Servicio público de transporte terrestre au-
tomotor mixto:
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Servicio de transporte masivo de pasajeros:

Servicios conexos al de transporte:

Sistema de transporte terrestre masivo de 
pasajeros:

Sistema estratégico de transporte público:

Sociedad portuaria:

Supervisión Integral:

Terminal de transporte terrestre automotor de 
pasajeros por carretera:

Transporte:

Transporte público:

Transporte privado:

Servicio público de transporte masivo de pasa-
jeros:

Servicios conexos al de transporte:

Sistema de transporte terrestre masivo de 
pasajeros:

Sistema estratégico de transporte público:

Sociedad portuaria:

Supervisión Integral:

Terminal de transporte terrestre automotor de 
pasajeros por carretera: 

Transporte:

Transporte público:

Transporte privado:

Nacional del Transporte.
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Vigilancia:

Vigilancia, inspección y control objetiva:

Vigilancia, inspección y control subjetiva:

Parágrafo. 

Vigilancia:

Vigilancia, inspección y control objetiva:

Vigilancia, inspección y control subjetiva:

esta ley, se tomaran las previstas por el Código 
de Comercio, el Código Nacional de Tránsito y 
el Decreto 1079 de mayo del 2015.

Artículo 4°. Titularidad de la Potestad Sancio-
natoria.

Parágrafo. 

Artículo 4°. Titularidad de la Potestad Sancio-
natoria.

5. Las autoridades regionales de transporte 
de acuerdo con lo previsto por la Ley 1753 de 
2015.
Parágrafo. 

Artículo 9°. Contribución especial. Artículo 9°. Contribución especial. Establecer 
de manera permanente la contribución espe-
cial de vigilancia a favor de la Superintenden-
cia de Transporte, Puertos e Infraestructura 
para cubrir los costos y gastos que ocasione su 
funcionamiento e inversión, la cual deberán 
cancelar anualmente todas las personas na-
turales y/o jurídicas que estén sometidas a su 
vigilancia, inspección y/o control de acuerdo 
con la ley o el reglamento. La contribución se 

Puertos e Infraestructura de acuerdo con los 
siguientes criterios:
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Parágrafo 1°.

Parágrafo 2°.

Parágrafo 3°.

Parágrafo 4°.

Parágrafo 1°.

Parágrafo 2°. de-
berá

El 
Gobierno nacional reglamentará la forma 
en que deberá calcularse la contribución en 
aquellos eventos en que pueda existir super-
visión concurrente entre la Superintenden-
cia de Transporte, Puertos e Infraestructura 
y otras autoridades tales como las previstas 
en el artículo 4 de la presente ley. Se entien-
de que existe supervisión concurrente cuando 
la Superintendencia de Transporte, Puertos e 
Infraestructura ejerce sobre un vigilado solo 
una de las formas de supervisión (subjetiva 
u objetiva) y una autoridad diferente, la otra 
forma de supervisión.
Parágrafo 3°.

Parágrafo 4°.

Parágrafo nuevo. Parágrafo 5°. La presente 
disposición deroga el artículo 36 de la Ley 1753 
de 2015 a partir del 1° de enero del año siguien-
te a la publicación de la presente ley.
 

Artículo 10. Competencia de la Superintenden-
cia de Transporte, Puertos e Infraestructura 
(STPI). 

Artículo 10. Competencia de la Superintenden-
cia de Transporte, Puertos e Infraestructura 
(STPI). 
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contenidas en la 

-
tituyan,

contenidas en la 
-

tuyan,

contenidas en la 
-

tuyan,

contenidas en la 
-

tituyan,

contenidas en la 
-

tuyan,

conteni-

o sustituyan

conte-
nidas en la presente ley y en las que la modi-

contenidas en la pre-
-

yan

contenidas en la pre-
-

yan,

infracciones contenidas en la pre-
-

yan

infracciones objetivas 
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Parágrafo. 

contenidas en la pre-
-

yan

contenidas en la pre-
-

tuyan,

contenidas en la pre-
-

yan

contenidas en la 
-

tuyan,

19. Adoptar un modelo de supervisión integral 
basado en riesgos

21. Todas las infracciones subjetivas cometidas 
por las empresas dedicadas a las actividades de 
practicaje y remolque.

Todas las infracciones previstas en la pre-
sente ley y que no le esté asignada su competen-
cia a otras autoridades.
Parágrafo. 

Artículo 11. Competencia de los Alcaldes Mu-
nicipales o Distritales. 

Artículo 11. Competencia de los Alcaldes Mu-
nicipales o Distritales. los regla-
mentos previsto por el Decreto-ley 80 de 1987 y 
los decretos que reglamenten de 
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contenidas en 

-
quen o sustituyan

contenidas en 
-

quen o sustituyan

contenidas en 
-

tituyan

Artículo 14. Unidad Administrativa Especial 
de Aeronáutica Civil.

Artículo 14. Unidad Administrativa Especial 
de Aeronáutica Civil.

objeti-
vas

Artículo 15. Competencia Excepcional de la Su-
perintendencia de Transporte, Puertos e Infraes-
tructura.

Artículo 15. Competencia Excepcional de la 
Superintendencia de Transporte, Puertos e In-
fraestructura.

11 12

Artículo 19. Implementación de Tecnologías de 
la Información y Herramientas para el Ejerci-
cio de las Funciones. 

Artículo 19. Implementación de Tecnologías de 
la Información y Herramientas para el Ejerci-
cio de las Funciones.

Parágrafo. En el evento de presentarse fallas 
en los sistemas de información de las entida-
des de supervisión no podrán iniciarse inves-
tigaciones administrativas contra los vigilados 
por el incumplimiento a las reglas de dichos 
sistemas si las infracciones se presentan como 
consecuencia de las fallas referidas.
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Artículo 21. Sujetos. Artículo 21. Sujetos.

 directa o indirecta-
mente programas

25. Para los vehículos cuya tenencia tenga ori-
gen en contratos de leasing, renting o arrenda-
miento operativo, las sanciones aquí previstas 
se impondrán exclusivamente al locatario y/o 
arrendatario de tales contratos.
26. Las personas naturales o jurídicas autori-
zadas legalmente para prestar cualquier ser-
vicio público de transporte que se atienda en 
vehículos particulares.
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Las empresas dedicadas a las actividades 

de remolque y practicaje
28. Los propietarios, poseedores o tenedores de 
equipos de transporte

Parágrafo nuevo. Para los vehículos cuya te-
nencia tenga origen en contratos de leasing, 
renting o arrendamiento operativo, las san-
ciones aquí previstas se impondrán exclusiva-
mente al locatario y/o arrendatario de tales 
contratos.
Parágrafo nuevo. Parágrafo 2°. En todos los 
casos de conductas que no tengan asignada 

a las normas del transporte y que sean come-
tidas por un sujeto que estando previsto en la 
presente disposición, no tenga asignada una 

-
ta de cien (100) salarios mínimos mensuales vi-
gentes, de acuerdo a los criterios previstos por 
el artículo 27 de la presente ley.

Artículo 22. Sujetos de Supervisión Subjetiva. Artículo 22. Sujetos de Supervisión Subjetiva.

Transporte, Puertos e Infraestructura:

Las empresas dedicadas a las actividades de 
practicaje y remolque

Artículo 23. Tipos de Sanciones. Artículo 23. Tipos de Sanciones.

concesiones,

Parágrafo. Las autoridades territoriales y ad-
ministrativas del Orden Distrital, Metropoli-
tano, Municipal o Departamental, no podrán 
establecer sanciones distintas a las contenidas 
en la presente ley
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Artículo 27. Graduación de las sanciones. Artículo 27. Graduación de las sanciones. 

1. El patrimonio del infractor.

Parágrafo nuevo. Parágrafo. La autoridad de 
transporte al momento de imponer la multa, 
tendrá como primer criterio para la determi-
nación de la misma su proporcionalidad con el 
patrimonio del infractor.

 

Artículo 28. Facultades de Prevención. Artículo 28. Facultades de Prevención. 

de conducción de la 
empresa

cuando se alteren los 
resultados o no se realice el procedimiento legal 

-
queridas para su trámite,



TEXTO APROBADO  
EN PRIMER DEBATE PLIEGO DE MODIFICACIONES SUSTENTO  

DE LA MODIFICACIÓN

Parágrafo 1°.

Parágrafo 2°.

, atendiendo el debido proceso y lo 
establecida para ello en la Ley 222 de 1995 y las 

-
menten.

Parágrafo 1°.

Parágrafo 2°.

.
Parágrafo 3°. Sin perjuicio de la competencia 
de los organismos de tránsito, cuando existan 
pruebas objetivas que permitan concluir que 
la licencia de conducción fue tramitada sin el 
lleno de los requisitos legales o que no se cum-
plió por parte de los organismos de apoyo con 
los procedimientos establecidos por la regla-
mentación, la Superintendencia de Transporte, 
Puertos e Infraestructura podrá, garantizando 
el debido proceso y el derecho de defensa, or-
denar al organismo de tránsito que expidió la 
licencia, suspenderla preventivamente hasta 
por tres (3) meses con su registro en el RUNT, 

previsto por el Código Nacional de Tránsito. 
Si transcurrido el plazo de la suspensión no se 
han subsanado las causas que le dieron origen 
a esta, el organismo de tránsito deberá cance-
larla de acuerdo al procedimiento estableci-
do por el Código Nacional de Tránsito. En el 
mismo acto administrativo donde se ordenó la 
suspensión de la licencia, la Superintendencia 
podrá ordenar la suspensión preventiva, hasta 
por el término de seis (6) meses, de la habili-
tación del organismo de apoyo que expidió la 

suspensión de la licencia.

“El diseño normativo en 
materia de tránsito, conforme 
al cual se hace una asignación 
directa de funciones a los orga-
nismos territoriales de tránsito y 
se prevé la posibilidad de delega-
ción de otras del nivel nacional es 

-
tada a permitir que el manejo de 
materias cuyo ámbito de regula-
ción es nacional y se rigen por el 
principio unitario, se armonice 
con el principio de autonomía 
territorial y con la competencia 
general que en este ámbito tie-
nen las autoridades regionales y 
locales
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Artículo 30. Retención o Inmovilización. Artículo 30. Retención o Inmovilización. 

demás

5. 

En el evento que un vehículo 
sea inmovilizado por tercera vez por esta misma 
causal en un período de doce (12) meses, con-
tado desde la primera inmovilización, la autori-
dad de transporte procederá a cancelar la licen-
cia de tránsito, así como su correspondiente re-
gistro e igualmente ordenará su desintegración 
física total mediante acto administrativo, previa 
realización del procedimiento administrativo 
sancionatorio previsto en la presente ley para 
las infracciones diferentes a la multa.

8. 

La autoridad de control ope-
rativo deberá permitir el transbordo de la car-
ga a otro vehículo para superar la causa de la 
inmovilización.
Parágrafo nuevo. El ministerio de Trabajo, en 
coordinación con los alcaldes municipales y dis-
tritales, deberá diseñar y ejecutar programas de 
readaptación para aquellas personas a quienes les 
impongan la sanción de desintegración física pre-
vista en el numeral 5 del presente artículo, siempre 
y cuando la misma suponga una grave lesión al 
mínimo vital de la persona implicada y su familia. 
Los programas de readaptación laboral deberán 
brindar de manera real y efectiva medidas ocupa-
cionales alternativas y sustitutivas.
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Parágrafo nuevo. Las autoridades de transpor-
te en coordinación con los cuerpos operativos 
de control serán las responsables del cumpli-
miento efectivo del término de la inmoviliza-
ción que corresponda.

Artículo 31. Procedimiento en caso de inmovi-
lización.

Parágrafo 1°.

Parágrafo 2°. 

Artículo 31. Procedimiento en caso de inmovi-
lización.

Parágrafo 1°.

Parágrafo 2°. 

Parágrafo nuevo. Parágrafo 3°. En lo no pre-
visto por la presente ley frente a la inmoviliza-
ción de vehículos se aplicará lo establecido por 
el Código Nacional de Tránsito.

Artículo 32. 

.

Artículo 32. entre 
veinte (20) y 

.

Artículo 33. Artículo 33. entre 
cuarenta (40) y
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Artículo 34. Artículo 34. entre 
sesenta (60) y
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a

20. 
y protección de embarca-

ciones
Artículo 35. Artículo 35.

en-
tre noventa (90) y

(smlmv)

Artículo 36. Artículo 36.
en-

tre ciento ochenta (180) y
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Artículo 37. Artículo 37.

entre cuatrocientos cincuenta (450) y

psi-
coactivas.
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Artículo 38. Artículo 38. entre 

ocho (8) y

, salvo 
en los casos exceptuados por las normas.

, salvo en 
los casos exceptuados por las normas.

Artículo 39. Artículo 39. entre 
dieciocho (18) y
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Artículo 40. Artículo 40. entre 

veinticinco (25) y

habilitada

habilitación.

Artículo 41. Artículo 41. 

entre ocho (8) 
y
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pesos y 

Numeral nuevo. 7. En todos los demás ca-
sos de conductas que no tengan asignada una 

normas de transporte.

Artículo 42. 

.

Parágrafo. 

Artículo 42. entre 
veinticinco (25) y

lo establecido en el Decreto 2044 
del 30 de septiembre de 1988 o las normas que 

en los casos expresamente autorizados por las 
normas de transporte.

.

pesos 
o

Numeral nuevo. No pagar los valores co-
rrespondientes por el cargue, descargue y tras-
bordo de la mercancía

Numeral nuevo. No cargar o descargar la 
mercancía dentro de los tiempos establecidos 
por la ley.

Numeral nuevo. En todos los demás ca-
sos de conductas que no tengan asignada una 

normas de transporte.
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Parágrafo. 

Artículo 43. Del sobrepeso.

Parágrafo.

Artículo 43. Del sobrepeso.

20%

30 21% 50 49%

 50 (30

Parágrafo.

 

Artículo 44. Del incumplimiento al régimen ta-
rifario.

Artículo 44. Del incumplimiento al régimen ta-
rifario.

entre y treinta (30) 

Artículo 45.

.

Artículo 45. entre 
noventa (90) y

.
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Artículo 46. Artículo 46. en-

tre ocho (8) y

Artículo 47. Artículo 47. entre 
dieciocho (18) y
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de acuerdo a lo previsto en la ley o el regla-
mento.

Artículo 48. Artículo 48. entre 
veinticinco (25) y

6. 
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; o que no cumplan con 
las previsiones que en materia de seguridad en 
el transporte público terrestre automotor esta-
blece la Resolución 315 de 2013 del Ministerio 
de Transporte o las normas que la adicionen, 

psicoactivas.
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28. 

de acuerdo con 
las normas

 No obstante lo an-
terior, las empresas de transporte podrán 
adoptar, con cargo al contrato de vincula-
ción, seguros adicionales que tengan como 
finalidad asegurar la indemnización de las 
víctimas de siniestros.
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SECCIÓN 2

Propietarios, Conductores, Poseedores o  
Tenedores de los Vehículos de Transporte Mixto 

y Transporte de Pasajeros por Carretera
Artículo 49. 
conductores, 

Parágrafo. 

SECCIÓN 2
Propietarios, Conductores, Poseedores o  

Tenedores de los Vehículos de Transporte Mixto 
y Transporte de Pasajeros por Carretera

Artículo 49. 
conductores,

Cuando el conductor del equipo no haya 
cumplido con lo preceptuado en el artículo 3° 
de la presente ley, respecto a las evaluaciones 
médicas periódicas programadas.

12. Numeral nuevo. En todos los demás ca-
sos de conductas que no tengan asignada una 

normas de transporte

Parágrafo. 

de los 
 con 

multa de tres (3) salarios mínimos legales men-
suales vigentes (smlmv)

 de la siguiente manera:
1. Multa de un (1) salario mínimo legal men-
sual vigente cuando el vehículo tenga una ca-
pacidad inferior a doce (12) pasajeros.
2. Multa de dos (2) salario mínimo legal mensual 
vigente cuando el vehículo tenga una capacidad 
entre doce (12) y veinticuatro (24) pasajeros.
3. Multa de tres (3) salario mínimo legal men-
sual vigente cuando el vehículo tenga una ca-
pacidad superior a veinticuatro (24) pasajeros.

Artículo 50. 

,

Artículo 50. en-
tre ocho (8) y
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, 

.

Parágrafo. Parágrafo. 
n

, a los 
particulares que expresa y excepcionalmente 
estén autorizados para prestar este servicio en 
vehículos de servicio particular de acuerdo con 
la ley y el reglamento, y a los establecimientos 
educativos que tengan sus propios vehículos.

Artículo 51. 

3. 

Artículo 51. entre 
dieciocho (18) y

3. 
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Parágrafo 1°.

Parágrafo 2°.

10. Permitir la operación de los vehículos, sin 

el color o distintivo especial señalado por las 
autoridades para diferenciar el nivel de servi-
cio o las tarifas que deben cobrar dichos auto-
motores.

Parágrafo. Las anteriores infracciones tam-
bién se aplicarán, en lo que corresponda, a las 
empresas de transporte de pasajeros colectivo 
y/o mixto que de acuerdo con la reglamenta-
ción estén autorizadas para prestar el servicio 
escolar, a los particulares que expresa y excep-
cionalmente estén autorizados para prestar 
este servicio en vehículos de servicio particu-
lar de acuerdo con la ley y el reglamento, y a 
los establecimientos educativos que tengan sus 
propios vehículos.

Artículo 52. Artículo 52. entre 
veinticinco (25) y

 No obstante lo anterior, las empre-
sas de transporte podrán adoptar, con cargo 
al contrato de vinculación, seguros adicionales 

-
nización de las víctimas de siniestros.
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; o que no cumplan con 
las previsiones que en materia de seguridad en 
el transporte público terrestre automotor esta-
blece la Resolución 315 de 2013 del Ministerio 
de Transporte o las normas que la adicionen, 

no idóneas;
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, 

Parágrafo 1°.

Parágrafo 2°.

, 

Parágrafo. Las anteriores infracciones tam-
bién se aplicarán, en lo que corresponda, a las 
empresas de transporte de pasajeros colectivo 
y/o mixto que de acuerdo con la reglamenta-
ción estén autorizadas para prestar el servicio 
escolar, a los particulares que expresa y excep-
cionalmente estén autorizados para prestar 
este servicio en vehículos de servicio particu-
lar de acuerdo con la ley y el reglamento, y a 
los establecimientos educativos que tengan sus 
propios vehículos.
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Artículo 53. Artículo 53. en-

tre ocho (8) y

y , comodidad y aseo.

Numeral nuevo. En todos los demás casos de 
conductas que no tengan asignada una sanción 

de transporte

Parágrafo. Serán sancionados los propietarios, 
poseedores o tenedores de vehículos de trans-
porte público terrestre automotor especial que 
no mantengan el vehículo en óptimas condicio-
nes de comodidad, higiene y aseo de la siguien-
te manera:
1. Multa de un (1) salario mínimo legal men-
sual vigente cuando el vehículo tenga una ca-
pacidad inferior a doce (12) pasajeros.
2. Multa de dos (2) salario mínimo legal men-
sual vigente cuando el vehículo tenga una ca-
pacidad entre doce (12) y veinticuatro (24) pa-
sajeros.
3. Multa de tres (3) salario mínimo legal men-
sual vigente cuando el vehículo tenga una ca-
pacidad superior a veinticuatro (24) pasajeros.

Artículo 54. Artículo 54. entre 
ocho (8) y
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Artículo 55. Artículo 55. entre 
dieciocho (18) y
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Artículo 56. 

.

Artículo 56. entre 
veinticinco (25) y

; o que no cumplan con 
las previsiones que en materia de seguridad en 
el transporte público terrestre automotor esta-
blece la Resolución 315 de 2013 del Ministerio 
de Transporte o las normas que la adicionen, 

.

 No obstante lo an-
terior, las empresas de transporte podrán 
adoptar, con cargo al contrato de vincula-
ción, seguros adicionales que tengan como 

víctimas de siniestros.

.
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no idóneas;
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 de 
acuerdo con la ley y el reglamento.

 contrariando lo que para el efecto deter-
minen el reglamento o la ley.

No dar cumplimiento a los planes de me-
joramiento concertados y/o aprobados por la 
autoridad competente.

Artículo 57. Artículo 57.

entre ocho (8) y

comodidad higiene 
y aseo.

de acuerdo 
con lo previsto por la ley y el reglamento.

Numeral nuevo. En todos los demás ca-
sos de conductas que no tengan asignada una 

normas de transporte.

Parágrafo nuevo. Serán sancionados los pro-
pietarios poseedores o tenedores de vehículos 
de transporte público terrestre automotor co-
lectivo de pasajeros, con multa de tres (3) sala-
rios mínimos mensuales vigentes (smlmv) que 
no mantengan el vehículo en óptimas condicio-
nes de comodidad, higiene y aseo.
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Artículo 58. Artículo 58. en-

tre ocho (8) y

animal de compa-
ñía de asistencia

animal perro

Artículo 59. Artículo 59. entre 
dieciocho (18) y
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Artículo 60. Artículo 60. entre
veinticinco (25) y

 No 
obstante lo anterior, las empresas de transpor-
te podrán de común acuerdo con el propietario 
adoptar, con cargo al contrato de vinculación, 

asegurar la indemnización de las víctimas de 
siniestros.

; o que 
no cumplan con las previsiones que en ma-
teria de seguridad en el transporte público 
terrestre automotor establece la Resolución 
315 de 2013 del Ministerio de Transporte o 
las normas que la adicionen, sustituyan o 
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no idóneas;

No dar cumplimiento a los planes de me-
joramiento concertados y/o aprobados por la 
autoridad competente.
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Artículo 61. 

Parágrafo. 

Artículo 61. entre 
dos (2) y cuatro (4) 

Numeral nuevo. En todos los demás casos de 
conductas que no tengan asignada una sanción 

de transporte
Parágrafo. 

un (1)

Artículo 62. Artículo 62. en-
tre noventa (90) y

Artículo 63. Artículo 63. entre
ciento ochenta (180) y
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Artículo 64. Artículo 64. entre
doscientos setenta (270) y

no idóneas;
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Artículo 65. Artículo 65. entre 
noventa (90) y

y convenientes,

9. Numeral nuevo. En todos los demás casos de 
conductas que no tengan asignada una sanción 

de transporte.

Artículo 66. Artículo 66 entre 
noventa (90) y
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Artículo 67. Artículo 67.

entre noventa (90) y

Artículo 68. Artículo 68.

entre ciento treinta (130) y

Artículo 69. Artículo 69.

entre ciento ochenta (180) y
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no idóneas,

 psicoactivas.

 
 
 

rtículo 71.

 

Artículo 71.

Para las sociedades portuarias,
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Artículo 72. Artículo 72.

 y operadores portuarios

Artículo 73. 
veinte 20

Artículo 73. entre 
dieciocho (18) y

Artículo 74. Artículo 74. entre 
cuarenta y cinco (45) y
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Artículo 75. 

Parágrafo. 

Artículo 75. entre 
noventa (90) y

Parágrafo. 
seis (6)

.
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Artículo 76.

.

Artículo 76.

.

9. No suministrar de manera oportuna, la 
información solicitada, por el Ministerio de 
Transporte o por la Superintendencia de 
Transporte, Puertos e Infraestructura.

Artículo 77. Artículo 77.
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10. No aplicar los parámetros establecidos en 
las disposiciones pertinentes en lo que respecta 
a taludes, puentes, pontones y otras estructu-
ras como las de drenaje, muros de contención y 
las demás que hagan parte de la infraestructu-
ra en zonas laterales y obras de arte.
11. No cumplir con las fechas establecidas para 
la entrega de la infraestructura y demás elemen-
tos conforme a los compromisos contractuales 
establecidos en ejecución y alcance físico.
12. -

para la determinación del índice de estado de 

del consolidado, en el índice de estado.
13. Incumplir con sus obligaciones o prestar 
el servicio al usuario en condiciones de ope-

-
to a señalización horizontal, vertical y demás 
dispositivos para el manejo y regulación del 
tránsito, de carácter permanente o temporal 
por parte de los administradores u operado-
res de la infraestructura que hace parte de la 
Red Nacional de Carreteras concesionadas y 
no concesionadas.
14. Incumplir con sus obligaciones o prestar 
el servicio al usuario en condiciones de opera-

la preservación de la zona de derecho de vía, 
por parte de los administradores u operadores 
de la infraestructura que hace parte de la Red 
Nacional de Carreteras concesionadas y no 
concesionadas.
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15. Incumplir con sus obligaciones o prestar el 
servicio al usuario en condiciones de operación 

por parte de los administradores u operadores 
de la infraestructura que hace parte de la Red 
Nacional de Carreteras concesionadas y no 
concesionadas.
16. 

Artículo 78.

Parágrafo.

Artículo 78.

6. No dar cumplimiento a los planes de mejora-
miento concertados y/o aprobados por la auto-
ridad competente.

Parágrafo.

 
 
 

Artículo 79. Artículo 79. entre 
noventa (90) y
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Artículo 80. 

1. 

2. 

3. 

4. 

5. 

6. 

7. 

8. 

9. 

10. 

11. 

12. 

13. 

14. 

15. 

16. 

17. 

18. 

Artículo 80. entre 
ciento treinta (130) y
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19. 

20. 

21. 

22. 

23. 

24. 

25. 

26. 

27. 

28. 

Parágrafo. 

Dar una destinación diferente a la prevista 
por la Ley a los recursos provenientes de mul-
tas de tránsito.

Para mejorar la calidad en los servicios que 
prestan al público los organismos de tránsito y 
organismos de apoyo al tránsito, deberán cum-
plir los mismos requisitos exigidos.
Parágrafo 1°. Nuevo. Cuando un organismo de 
tránsito pretenda desarrollar actividades tales 
como aquellas para las cuales están habilitados 
los centros de enseñanza automovilística, cen-
tros integrales de atención o centros de recono-
cimiento de conductores, deberá cumplir con 
los mismos requisitos exigidos a los organismos 
de apoyo.
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Parágrafo 2°.

así como sus condicio-
nes de ubicación y uso. El Gobierno nacional 
a través de reglamento establecerá los requisi-
tos mínimos de habilitación para las empresas 
que pretendan contratar con las autoridades 
de Tránsito y/o transporte, el servicio de su-
ministro de los medios técnicos o tecnológicos. 
Ambos reglamentos deberán ser expedidos en 
un plazo no mayor a seis (6) meses contados a 
partir de la promulgación de la presente ley.

Artículo 81. 

1. 

2. 

, 

3. 

4. 

5. 

6. 

7. 

8. 

9. 

10. 

11. 

Artículo 81. entre 
veinte (20) y 

, 

Habrá una garantía de calidad del servicio 
prestado por todos los organismo de apoyo al 
tránsito, cuya vigencia será igual a la del cer-

. Los organismos evaluadores 

mecánica de los vehículos, deberán garantizar 
la calidad de cada servicio prestado de acuerdo 
a lo establecido en el artículo 73 de la Ley 1480 
de 2011 y los artículos 2.2.7.8.5 y 2.2.7.8.6 del 
decreto 1595 de 2015 o las normas que la mo-

alcance hasta la falla mecánica.
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Parágrafo 1°.

Parágrafo 2°.

Parágrafo 1°.

treinta 30)

 en un plazo 
máximo de seis (6) meses, contados a partir de 
la promulgación de la presente ley.
Parágrafo 2°.

Artículo 82. Artículo 82. entre 
veintiséis (26) y
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Parágrafo. 

Parágrafo transitorio.

.

17. No recibir los pagos por los servicios pres-
tados a través de una entidad vigilada por la 
Superintendencia Financiera de Colombia 
conforme a la reglamentación expedida por el 
Ministerio de Transporte o la Superintenden-
cia de Transporte Puertos e Infraestructura.
Parágrafo 1°.

Parágrafo transitorio. En concordancia con las 
facultades especiales entregadas al Presidente 
de la República para la armonización de las 
regulaciones preexistentes se ordena al Minis-
terio de Transporte, suspender la expedición 
de nuevas habilitaciones a los organismos de 
apoyo del tránsito salvo las solicitudes presen-
tadas antes de la promulgación de la presente 
norma, hasta tanto se pronuncie el Ministerio 
de Comercio, Industria y Turismo frente a lo 
de su competencia en el área de calidad y se 
armonicen todas las normas.
Parágrafo 2°. El Ministerio de Transporte debe 

meses, el rango de precios al usuario dentro del 
cual se deben ofrecer los servicios que prestan 
los organismos de apoyo. Los estudios que fun-

-
-

jados por el artículo 30 de la Ley 1753 de 2015.

Artículo 83. Artículo 83. en-
tre noventa (90) y

1. 

2. 
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Artículo 84. Artículo 84.

entre ciento treinta (130) y

Artículo 85. Artículo 85. entre 
noventa (90) y
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Artículo 86. Artículo 86. en-
tre ciento treinta (130) y
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Artículo 87. 

Parágrafo. 

Artículo 87 en-
tre noventa (90) y

Parágrafo. 

Artículo 88. Artículo 88. en-
tre ciento treinta (130) y
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Artículo 89 Artículo 89

más
con providencias ejecutoriada en un 

período de un 1 año entre

-
nidos en providencia ejecutoriada

y 
se pruebe dolo o culpa grave por parte del su-
pervisado

para prestar o facilitar la prestación de servi-
cios no autorizados.

Artículo 90 Artículo 90
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Parágrafo 1°.

Parágrafo 2°.

Parágrafo 1°.

Parágrafo 2°. Durante su periodo de vigencia, 
la licencia de conducción también podrá ser 
suspendida del Registro Único Nacional de 
Tránsito, cuando exista indicios que fue tra-
mitada sin el lleno de los requisitos legales o 
que no se cumplió por parte de los Organismos 
de apoyo con los procedimientos establecidos 

-
ción, de la condición física, mental y de coor-
dinación motriz para conducir o de evaluación 
teórico práctica ante las autoridades públicas.

Artículo 91. Naturaleza Artículo 91. Naturaleza

Código Nacional de Tránsito

Artículo 96 Artículo 96. ones. por Correo.

dimiento
deberán efectuarse conforme lo previsto 

por la Ley 1437 de 2011, excepto aquellas que 
de acuerdo a la presente ley deban realizarse en 
estrados o en otra forma. que no correspondan 

enviando la copia del acto administrativo por 

jurídicas de derecho privado, a la dirección 
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Parágrafo.

existencia y representación legal expedido por 
la cámara de comercio respectiva, cuando se 
trate de personas jurídicas de derecho públi-
co, a la dirección que aparezca en su página 
web, y cuando se trate de personas naturales, 
a la última dirección que haya reportado a la 
autoridad de supervisión, si no tiene dirección 
registrada allí, se hará en la dirección que apa-
rezca en el RUNT.

-
vista en esta disposición sea negativa, procede-

Artículo 97. Informes.

Parágrafo.

Artículo 97. Informes.

Los informes elaborados por los miembros de 
los cuerpos de control operativo del transporte 
tendrán el carácter de indicio de la comisión de 
la infracción dentro del procedimiento admi-
nistrativo sancionatorio.
El Ministerio de Transporte reglamentará los 
formatos de informes para los cuerpos opera-
tivos de control.
Parágrafo. 

Artículo 98. Procedencia. Artículo 98. Procedencia

una sanción diferente a la multa la suspensión 
o cancelación de la licencia, registro, habilita-
ción o permiso

el 
Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo; 
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Parágrafo.

en los términos previstos por el artículo 69 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo

. 
por una sola vez

Vencido el período probatorio se dará tras-
lado al investigado por cinco (5) días para que 
presente los alegatos respectivos

Agotada la etapa probatoria, se emitirá de-
cisión de fondo mediante acto administrativo 
motivado. Agotado el término para los alega-
tos, se emitirá decisión de fondo mediante acto 
administrativo motivado.

Parágrafo.

Artículo 99. Procedencia. Artículo 99. Procedencia.

cuya consecuencia jurídica 
sea la multa suspensión o cancelación de licen-
cia, registro, habilitación o permiso, de acuer-
do con la presente ley, se agotará el siguiente 
procedimiento:
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Parágrafo.

El acto de apertura de investigación deberá 

de la presente ley, entendiéndose surtida esta 
al día siguiente de su entrega; disponiendo el 
investigado de un término de diez (10) días 
hábiles para que, por escrito, por medio físico 
o electrónico, responda a los cargos formula-
dos y solicite las pruebas que considere, las 
cuales solo se decretarán si son pertinentes y 
conducente.
Parágrafo.
conjuntamente en un mismo procedimiento 
infracciones que deban surtirse, unas a través 
del procedimiento ordinario y otras a través 
procedimiento verbal

Artículo 101

Parágrafo.

Artículo 101

del valor 
mínima aplicable para la infracción que se le 
endilga

del valor 
mínima aplicable para la infracción 

que se le endilga

del valor 
mínima aplicable para la infrac-

ción que se le endilga

o telefónica

Parágrafo.

Parágrafo 2°. Para efectos de lo previsto en los 
artículos 2.2.1.1.6.3. y 2.2.1.4.5.8 del Decreto 
1079 de 2015, no se tendrán en consideración 
aquellos eventos en los cuales el supervisado 

-
vistos por los numerales 1, 2 o 3 del presente 
artículo.
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Artículo 104. Fallo. Artículo 104. Fallo.

la autoridad que adelante la investigación 
o su delegado.

n los re-
cursos de reposición y apelación, debiendo in-
terponerse y sustentarse en la misma audien-
cia. Los recursos interpuestos se concederán en 
el efecto suspensivo.

Parágrafo. En aquello no previsto en el pre-
sente título para el procedimiento verbal, se 
aplicará lo previsto por el Código Nacional de 
Tránsito para el procedimiento contravencio-
nal de tránsito.

Artículo 106. Prescripción del proceso y de las 
sanciones.

Artículo 106. Prescripción del Proceso y de las 
Sanciones. La sanción decretada por acto ad-
ministrativo  a los 

 de la fecha de la ejecutoria.

Artículo 108. Titularidad de las multas. Artículo 108. Titularidad de las multas.

, salvo en lo que corresponde a 
los particulares en quienes se delegue y partici-
pen en la administración, liquidación, recaudo y 
distribución de las multas y lo que corresponda 
a quien implemente, opere y mantenga el Siste-
ma de Información de Multas de Transporte.

Artículo 110. Otros sujetos de inspección, vigi-
lancia y control.

Artículo 110. Otros sujetos de inspección, vigi-
lancia y control. Para aquellos sujetos no con-
templados en esta disposición o que se creen 
en el futuro, cuyas actividades y funciones se 
enmarquen dentro de la presente ley, se les 
aplicarán los procedimientos y las sanciones 
previstas en la presente ley, teniendo en cuenta 
la actividad que realicen.

Artículo 111. Obligación de suministrar infor-
mación.

Artículo 111. Obligación de suministrar informa-
ción. supervisados deberán suminis-
trar, entregar o reportar la información que les 
sea requerida por las autoridades de supervisión, 
sin que pueda oponerse reserva alguna, en la for-
ma y término que estas determinen, so pena de 
incurrir en multa hasta de cien (100) salarios mí-
nimos legales mensuales vigentes, sin perjuicio de 
las demás sanciones previstas por la Ley.

Artículo 113. Modifíquese el artículo 22 de la 
Ley 769 de 2002, el cual quedará así
Artículo 22. Vigencia de la licencia de conduc-
ción. 

Artículo 113 Modifíquese el artículo 22 de la 
Ley 769 de 2002, el cual quedará así:
“Artículo 22. Vigencia de la licencia de conduc-
ción. Las licencias de conducción para vehícu-
los de servicio particular tendrán una vigencia 
de diez (10) años para conductores menores
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de sesenta (60) años de edad, de cinco (5) años 
para personas entre sesenta (60) años y ochen-
ta (80) años, y de un (1) año para mayores de 
ochenta (80) años de edad.
Los titulares de las licencias de conducción de 
servicio particular que de acuerdo con los re-
gistros de los sistemas de seguridad social en 
salud y riesgos laborales, sean conductores, o 
quienes sean titulares de licencias de conduc-
ción tipo B2 y B3, deberán renovar su licencia 
de conducción cada tres (3) años para menores 
de sesenta (60) años de edad, y de un (1) año 
para mayores de sesenta (60) años de edad. El 
Ministerio de Transporte, a través del RUNT 
deberá establecer los controles para el cumpli-
miento de la presente obligación, para lo cual 
deberá realizar los cruces de información nece-
sarios con el Ministerio de Salud y Protección 
Social.

Las licencias de conducción para 
 

Parágrafo. No obstante lo previsto en la pre-
sente disposición, el Ministerio de Transporte, 
en un plazo no superior a seis (6) meses previo 
concepto de la Agencia Nacional de Seguridad 

-
cias de conducción, teniendo 

Artículo 114. Adiciónese dos (2) parágrafos al 
artículo 17 de la Ley 769 del 2002, así:
Parágrafo 1°.

Parágrafo transitorio.

Artículo 114. Adiciónese dos (2) parágrafos al 
artículo 17 de la Ley 769 del 2002, así:
Parágrafo 1°. Todas las licencias de conducción 
que no cumplan con las condiciones técnicas 
establecidas en el presente artículo deberán ser 
sustituidas en un término de cuarenta y ocho 
(48) meses contados a partir de la promulga-
ción de la presente ley. Se ordena al Ministerio 
de Transporte velar por el cumplimiento del 
mandato legal estatuido en el presente artículo 
para lo cual deberá reglamentar, en máximo 
sesenta (60) días de la publicación de la pre-

el formato.
Parágrafo transitorio. La sustitución de las 
licencias de conducción vigentes a la promul-
gación de esta norma, será gratuita. Para tal 
efecto, deberá presentar paz y salvo por infrac-

artículo 19 del presente código.
Se ordena al Ministerio de Transporte para 
que, en un plazo máximo de sesenta (60) días 
a partir de la divulgación de la presente ley, 
expida regulación del método para descontar, 
a través del medio del recaudo autorizado, de
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l valor de la tarifa regulada a los Centros de 
Reconocimiento de Conductores, por cada trá-
mite de sustitución, con destino al organismo 
de tránsito o personalizador autorizado el cos-
to del sustrato y de la impresión.

Artículo 115. Remisión normativa. Artículo 115. Remisión normativa. 

y el Código Nacional de 
Tránsito.

 

CONSTANCIA 1, 2 y 3.
Artículo nuevo. Gestión de Calidad

Artículo nuevo. Gestión de Calidad. De acuer-
do con el reglamento que para el efecto expida 
el Gobierno nacional, las empresas de trans-

de calidad de conformidad a la norma técnica 
internacional ISO/IEC o la Norma Técnica Co-
lombiana (NTC).
Una vez expedido el respectivo reglamento, las 
empresas contarán con un plazo de dos años 
para implementar el sistema de gestión de ca-
lidad.
Para efectos del cumplimiento de la presente 
disposición y de la ley vigente, serán válidos los 

de acreditación con reconocimiento internacio-
nal, o las nacionales legalmente constituidas a 
las que el Gobierno nacional les otorgue ámbi-
to de actuación para ello y siempre y cuando 
se cumpla con todas las normas nacionales que 
regulan la materia.

CONSTANCIA 17:
Artículo nuevo:
Artículo 118.

Artículo Nuevo. Adiciónese un parágrafo al ar-
tículo 12 de la Ley 1503 de 2011, así:
Parágrafo. La Agencia Nacional de Seguridad 
Vial será la autoridad competente para apro-
bar, registrar y validar los Planes Estratégi-
cos de Seguridad Vial y la Superintendencia 
de Transporte, Puertos e Infraestructura será 
quien vigile y controle la correcta implementa-
ción y ejecución de los mismos.

CONSTANCIA 20

Artículo nuevo.

Artículo nuevo. Serán sancionados con multa 
entre veinticinco (25) y treinta (30) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes (smlmv) 
aquellas personas, diferentes a empresas de 
transporte, que teniendo la obligación legal de 
implementar el Plan Estratégico de Seguridad 
Vial, incumplan con dicha obligación de acuer-
do a la Ley 1503 de 2011 o la norma que la mo-

También serán sancionados con multa entre 
veinticinco (25) y treinta (30) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes quien viole o facili-
te la violación de las reglas establecidas en el 
artículo 15 de la Ley 1618 de 2013, siempre y 
cuando no le esté asignada otra sanción por 
parte de la ley.
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CONSTANCIA 29 Artículo nuevo. Adiciónese un parágrafo terce-
ro al artículo 14 de la Ley 769 de 2002:

Parágrafo 3°. Los vehículos destinados a la 
capacitación de conductores o instructores po-
drán ser de servicio particular o público pero 
de propiedad del Centro de Enseñanza Auto-
movilística con la licencia de tránsito a nombre 
y NIT de la sociedad. Mientras estos equipos 
estén desarrollando la actividad educativa, vin-
culados en el RUNT a un Centro de Enseñanza 
Automovilística y legalmente autorizados por 
el Ministerio de Transporte para impartir ca-
pacitación no aplicará ninguna restricción de 
circulación o movilidad debiendo impartir la 
formación únicamente en las vías nacionales. 

CONSTANCIA 30
Artículo nuevo. •

 
Artículo nuevo. El Ministerio de Comercio In-
dustria y Turismo reglamentará los requisitos 
necesarios para la constitución, funcionamien-
to y garantías de los Organismos Evaluadores 
de la Conformidad. A partir de la promulga-
ción de la presente ley, para la habilitación de 
un nuevo Organismo Evaluador de la confor-
midad se requerirá concepto favorable del Mi-
nisterio de Comercio Industria y Turismo
Este requisito será de obligatorio cumplimien-
to para todos los Organismos de apoyo que 
presenten solicitud de habilitación ante el Mi-
nisterio de Transporte. Las solicitudes de ha-
bilitación presentadas con anterioridad a la 
promulgación de la presente norma, seguirán 
su trámite con los requisitos estatuidos al mo-
mento de su presentación.

 

CONSTANCIA 12
Nuevo Artículo:

Parágrafo. 

 
Artículo nuevo. Transitorio. A partir de la 
promulgación de la presente ley y por un tér-
mino de seis (6) meses, todos los conductores 
que tengan pendiente el pago de multas por 
infracciones de tránsito, impuestas antes de la 
expedición de la presente ley, podrán acogerse 
a un descuento del cincuenta por ciento (50%) 
del total de su deuda previa realización del 
curso sobre normas de tránsito de que trata el 
artículo 24 de la Ley 1383 de 2010 y para ello 
podrán celebrar convenios o acuerdos de pago 
hasta por el total de la obligación y por el tér-
mino que establezca el organismo de tránsito 
de acuerdo a la ley, siempre que el convenio o 
acuerdo se suscriba antes del vencimiento del 
plazo previsto en este artículo. El convenio o 
acuerdo no podrá incorporar obligaciones so-
bre las cuales hayan operado la prescripción, 
y en el mismo el conductor y el organismo de 
tránsito dejarán constancia de las deudas so-
bre las cuales operó este fenómeno.
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 NOTA: Teniendo en cuenta la eliminación y 
adición de artículos, se cambia la numeración 
del articulado en el texto propuesto

PROPOSICIÓN FINAL

Proyecto de ley número 101 de 2014 Cámara y 
134 de 2014 Senado, por medio de la cual se establece 
el Régimen Sancionatorio del Transporte, su Infraes-
tructura y sus Servicios Conexos y Complementarios 
y se establecen otras disposiciones, 

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 134 DE 2014 

SENADO, 101 DE 2014 CÁMARA
por medio de la cual se establece el Régimen Sancio-
natorio del Transporte, su Infraestructura y sus Servi-
cios Conexos y Complementarios y se establecen otras 

disposiciones.

Objeto

Principios rectores.
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Contrato de concesión: 

Concesión portuaria:

Control: 

Empresa de transporte:

Equipo de transporte: 

Evaluaciones médicas periódicas programadas:

Infracción de transporte:

Infraestructura de transporte:

Inspección: 

Medio de transporte: 

Modo de transporte:

Modo aéreo:

Modo terrestre: 

Modo acuático:

Nodo de transporte:

Operador portuario:

Organismos de apoyo: 

Organismos de tránsito y transporte:

Programas de salud ocupacional:



Radio de acción:

Servicio no autorizado:

Servicios complementarios:

Servicio público de transporte por cable de pa-
sajeros:

Servicio público de transporte por cable de car-
ga:

Servicio público de transporte terrestre automo-
tor colectivo de pasajeros:

Servicio público de transporte terrestre automo-
tor de carga:

Servicio público de transporte terrestre automo-
tor de pasajeros por carretera:

Servicio público de transporte terrestre automo-
tor especial:

Servicio público de transporte terrestre auto-
motor individual de pasajeros en vehículos taxi:

Servicio público de transporte terrestre automo-
tor mixto: 

Servicio público de transporte masivo de pasaje-
ros: 

Servicios conexos al de transporte: 

Sistema de transporte terrestre masivo de pa-
sajeros: 

Sistema estratégico de transporte público: 

Sociedad portuaria:

Supervisión integral: 
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Terminal de transporte terrestre automotor de 
pasajeros por carretera: 

Transporte: 

Transporte público:

Transporte privado:

Vigilancia:

Vigilancia, inspección y control objetiva:

Vigilancia, inspección y control subjetiva: 

Titularidad de la potestad sancionato-
ria.

Naturaleza

Dirección de la Superintendencia.

Funciones



Contribución especial
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Competencia de la Superintendencia 
de Transporte, Puertos e Infraestructura (STPI).



Competencia de los alcaldes municipa-
les o distritales

Competencia de las 

Dirección General Marítima del Mi-
nisterio de Defensa

Unidad Administrativa Especial de Ae-
ronáutica Civil

Competencia excepcional de la Super-
intendencia de Transporte, Puertos e Infraestructura.

Convenios interadministrativos

Naturaleza y alcance de las competen-
cias de vigilancia, inspección y control

Alcance de la supervisión subjetiva



G

Implementación de tecnologías de la 
información y herramientas para el ejercicio de las 
funciones

Auditorías, y apoyo técnico y profe-
sional.

Sujetos



Sujetos de supervisión subjetiva

Sanciones
Tipos de sanciones

Multa

Suspensión de la habilitación, auto-
rización, registro o permiso

Cancelación de la habilitación, autoriza-
ción, registro o permiso

Graduación de las sanciones.

Facultades de prevención
Facultades de prevención
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Costos de la imposición de las medidas 
preventivas o cautelares

Retención o inmovilización



Procedimiento en caso de inmoviliza-
ción

 
y marítimo

.
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Infracciones para el transporte férreo



Infracciones para el transporte terrestre  
automotor de carga

Empresas de Servicio público de transporte  
terrestre automotor de carga
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Propietarios, poseedores o tenedores  
de los vehículos de carga

Generadores, remitentes y/o destinatarios  
de la carga

Disposiciones comunes
Del sobrepeso



Del incumplimiento al régimen tarifa-
rio

Patios logísticos o de contenedores

Infracciones para el transporte terrestre  
automotor mixto y terrestre automotor  

de pasajeros por carretera

Empresas de transporte público mixto  
y de pasajeros por carretera
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Propietarios, poseedores o tenedores de los vehículos 
de transporte mixto y transporte de pasajeros  

por carretera

Infracciones para el transporte terrestre automotor 
especial de pasajeros

Empresas de transporte terrestre automotor  
especial de pasajeros
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Propietarios, poseedores o tenedores de los vehículos 
de transporte especial de pasajeros

entre 
ocho (8)

Infracciones para el transporte terrestre automotor 
colectivo de pasajeros

Empresas de transporte terrestre automotor colectivo 
municipal, distrital o metropolitano de pasajeros
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Propietarios, poseedores o tenedores de los vehículos 
de transporte urbano colectivo municipal, distrital  

o metropolitano

Infracciones para el transporte individual  
de pasajeros en vehículos taxi

Empresas de transporte terrestre automotor  
individual de pasajeros en vehículos taxi
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Propietarios, poseedores o tenedores de los vehículos 
de transporte individual de pasajeros tipo taxi

Infracciones para los sistemas integrados de trans-
porte masivo, sistemas estratégicos de transporte 
público, sistemas integrados de transporte público 

y sistemas integrados de transporte regional

Empresas operadoras de transporte masivo, sistemas 
estratégicos de transporte público, sistemas integra-
dos de transporte público y sistemas integrados de 

transporte regional



Entes gestores de sistemas integrados de transporte 
masivo, sistemas estratégicos de transporte público, 
sistemas integrados de transporte público y sistemas 

integrados de transporte regional
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Empresas operadoras de recaudo, sistema de gestión 

Infracciones para el transporte por cable



Infracciones para los servicios conexos  
y complementarios al transporte

Sociedades portuarias y operadores portuarios

Terminales de transporte de pasajeros
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Concesionarios de infraestructura



Infracciones de los municipios, distritos, áreas  
metropolitanas y organismos de tránsito  

como autoridades de transporte y/o tránsito
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Infracciones para los organismos de apoyo
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Importadores, comercializadores, armadores, asti-
lleros, ensambladores y fabricantes de chasises, ca-
rrocerías y equipos destinados al servicio público de 

transporte

Infracciones de las desintegradoras de vehículos



Infracciones de los proveedores de tarjetas  
preimpresas y láminas de seguridad y de quienes 

elaboran y personalizan las especies venales
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Suspensión de la licencia, registro, habilitación  
o permiso

Cancelación de la licencia, registro,  
habilitación o permiso

Aspectos generales
Naturaleza

Sujetos procesales



Deber de colaboración

Medios de prueba y valoración proba-
toria

Inicio de la actuación administrativa  
sancionatoria

Actuación administrativa sancionato-
ria

Informes

Procedimiento ordinario
Procedencia
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Procedimiento verbal
Procedencia

Acto de apertura e imputación

Audiencia



Representación judicial

Fallo

Caducidad de la acción sancionato-
ria administrativa

Prescripción de las sanciones

Función de cobro coactivo

Titularidad de las multas

Carácter de Policía Judicial.

Obligación de suministrar informa-
ción

Facilidades de pago.

Remisión normativa

Régimen transitorio
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. Armonización de las reglamentacio-
nes preexistentes

Artículo 22. Vigencia de la licencia de conduc-
ción.

Gestión de calidad.

Parágrafo.

Parágrafo 3°.



Transitorio

Vigencia y derogatorias.

Referencia: Excusa para rendir informe de 
ponencia al Proyecto de ley número 101 de 2014 
Cámara, 134 de 2014 Senado.

3°, 11, 12, 13, 23, 58, 59, 
60, 61 50, 51 y 52 

Proyecto de ley número 101 de 2014 Cámara, 134 
de 2014 Senado, por medio de la cual se establece el 
Régimen Sancionatorio del Transporte, su Infraestruc-
tura y sus Servicios Conexos y Complementarios y se 
establecen otras disposiciones

advierto 3°, 10, 11, 12, 
15, 21, 22, 50, 51, 52, 54, 55, 56, 57 y 111 del texto 
propuesto para segundo debate;

EXCUSADO y RELEVADO de rendir infor-
me de ponencia al Proyecto de ley número 101 de 
2014 Cámara, 134 de 2014 Senado, por medio de la 
cual se establece el Régimen Sancionatorio del Trans-
porte, su Infraestructura y sus Servicios Conexos y 
Complementarios y se establecen otras disposiciones.

 293 inciso prime-
ro de la Ley 5ª de 1992 que a su tenor literal sostiene:

Artículo 293. Efecto del impedimento.

sea dejado como constancia

IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA - 2016

C O N T E N I D O

S

P

S

Págs.


